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Para el desarrollo de la presente Tesis hemos planteado la delimitación de un 
problema de investigación, tomando como referencia el procedimiento 
administrativo llevado por el Servicio de Administración Tributaria de Lima, nos 
enfocamos en los actos no tributarios, es decir, en las infracciones de Tránsito 
cuyos administrados ven vulnerado su derecho al no contar con el debido 
procedimiento sancionador, lo que genera que al haber agotado la vía 
administrativa mediante Resolución de Gerencia y sin ser notificados con la 
Resolución de Sanción, puedan hacer valer su derecho ante la vía judicial en 
uso de su facultad prevista en el artículo 148° de la Constitución Política del 
Perú. Es por ello que la tesis se encuentra delimitada en el años 2016, cuyos 
procesos fueron concluidos declarando Nulas las Resoluciones que agotan la 
vía administrativa y retrotraen el procedimiento administrativo sancionador por 
mandato judicial.  
Situación que ha llamado nuestra atención profundamente y consideramos 
merece un adecuado tratamiento normativo, en tanto el Servicio de 
Administración Tributaria de Lima en cuanto a los motivos por los cuales no se 
emitieron las Resoluciones de Sanción, cabe mencionar que la entonces 
Gerencia de Asuntos Legales aplicó el criterio establecido en el informe N°004-
082-00001105 de fecha 01.09.2010 el cual tiene por finalidad establecer los 
alcances de la aplicación del silencio administrativo en los procedimientos 
sancionadores y recursivos en materia de tránsito y trasporte vinculados con el 
Servicio de Administración Tributaria.  
Sin embargo, debido a diversos pronunciamientos de las Salas Contenciosas 
Administrativas de la Corte Superior de Justicia de Lima, determinaron que el 
procedimiento sancionador culmina con la emisión y notificación de la 
resolución de sanción: motivo por el cual, se modificó el criterio. 
 





For the development of this Thesis we have proposed the delimitation of a 
research problem, taking as a reference the administrative procedure carried 
out by the Tax Administration Service of Lima, we focus on the non-tax acts, 
that is, on traffic infractions whose Managers have violated their right to not 
have the appropriate sanctioning procedure, which generates that having 
exhausted the administrative via Management Resolution and without being 
notified with the Sanction Resolution, they can assert their right before the 
judicial way in use of its power provided for in Article 148 of the Political 
Constitution of Peru. That is why the thesis is delimited in the year 2016, whose 
proceedings were concluded declaring Null Resolutions that exhaust the 
administrative route and roll back the administrative sanctioning procedure by 
judicial mandate. 
Situation that has called our attention deeply and we consider it deserves an 
adequate normative treatment, while the Tax Administration Service of Lima as 
regards the reasons why the Sanction Resolutions were not issued, it is worth 
mentioning that the then Legal Affairs Office applied the criterion established in 
the report N ° 004-082-00001105 dated 01.09.2010 which aims to establish the 
scope of the application of administrative silence in sanctioning and recursive 
procedures in matters of transit and transportation related to the Administration 
Service Tax. 
However, due to various pronouncements of the Administrative Disputes 
Chambers of the Superior Court of Justice of Lima, they determined that the 
sanctioning procedure culminates with the issuance and notification of the 
decision of sanction: reason for which, the criterion was modified 
 






























Por aproximación según Chacón define que en la aproximación temática se 
establece la necesidad de poder realizar una investigación el cual tenga importancia 
para así poder obtener un avance en el Derecho. Es por ello que la aproximación 
temática resalta la necesidad de que se investigue y se conozca a fondo. (2012, 
p.60) 
En ese sentido, antes de referirnos a los hechos que motivan la presente 
investigación, es necesario señalar que el Servicio de Administración Tributario 
S.A.T, es aquel organismo de carácter público y descentralizado de la Municipalidad 
Metropolitana de Lima M.M.L, el cual cuenta con personería jurídica de Derecho 
Público Interno, creado por el Consejo Metropolitano de Lima, según Edicto N° 225, 
propagado el diecisiete de mayo de 1996 en el Diario Oficial El Peruano. De 
conformidad con el Edicto 225 y el Edicto 227, publicado con fecha 04 de octubre de 
1996, el S.A.T goza de autonomía administrativa, económica, presupuestaria y 
financiera; cuya finalidad primordial es organizar y ejecutar la administración, 
fiscalización y recaudación de todos aquellos ingresos tributarios y no tributarios de 
la Municipalidad Metropolitana de Lima, por tanto, podemos decir que el SAT es una 
entidad pública creada por el Consejo Metropolitano de Lima, distinta de la 
Municipalidad Metropolitana de Lima.  
Es así, que en cuanto a la autonomía que tienen los gobiernos locales, estos se 
encuentran definidas en nuestra Carta Magna según el artículo 194°, el cual nos dice 
que: “Son órganos del gobierno local las municipalidades provinciales y distritales los 
cuales gozan de autonomía política y administrativa en aquellos asuntos según su 
competencia” (…), norma concordante con la Ley Orgánica de Municipalidades, Ley 
N° 27972 en su artículo 57° el cual establece como funciones del Consejo 
Metropolitano regular en el ejercicio del transporte público, la circulación y el tránsito 
metropolitano. 
Por otro lado, el Código Procesal Civil según el artículo I y III del Título Preliminar nos 
establece que toda persona cuenta con el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y 
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así poder ejercer la defensa de sus derechos e intereses como también la sujeción a 
un debido proceso, en concordancia con lo señalado en el artículo 139° inciso 3 de la 
Constitución Política del Perú, en ese contexto el Juzgador deberá también entender 
que la finalidad es lograr resolver aquel conflicto de intereses y eliminar aquella 
incertidumbre con relevancia jurídica, efectivizando los derechos sustanciales a fin de 
lograr la paz social en justicia. 
En tal sentido, el artículo 1° del Decreto Supremo N° 013-2008-JUS de la Ley que 
regula el Proceso Contencioso Administrativo, estipula que la acción contenciosa 
administrativa prevista en la Constitución Política en su artículo 148, tiene por 
finalidad, el control jurídico del Poder Judicial en las acciones de la administración 
pública, sujetas al derecho administrativo y la efectiva tutela de los derechos e 
intereses de los administrados, siendo que para los efectos de dicha ley la acción 
contenciosa administrativa se denominará proceso contencioso administrativo; en 
tanto el artículo tercero del acotado dispositivo legal, establece la exclusividad de 
dichos procesos, puesto que estos hechos de la administración pública solo pueden 
ser impugnadas en el Proceso Contencioso Administrativo, salvo en aquellos casos 
en que se puedan acudir a los Procesos Constitucionales.  
Es por ello que, uno de problemas más resaltantes encontrados al analizar el 
procedimiento sancionador de la Autoridad Administrativa, es su forma de 
materialización, a través de la Sanción verificándose que esta es regulada teniendo 
en cuenta la gravedad o la naturaleza de la infracción y en su mayoría sin mediar 
procedimiento de notificación preventiva, siendo ello contrario a lo advertido en la Ley 
N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 
En ese orden de ideas, podemos decir que el procedimiento administrativo se 
encuentra sujeto a diversos principios que sirven de guía para toda acción 
administrativa, siendo así que en el cargo de notificación el inspector deja constancia 
de la negativa de firma e identificación, numeración de placa vehicular, lugar, fecha y 
hora de la infracción, así como la firma, nombres y apellidos del mismo inspector, y 
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por último, como observamos la infracción incurrida por el conductor, cumpliendo con 
ello con la Ordenanza Municipal, y sin caer en algún vicio de nulidad. 
Se hace mención de la Primera Disposición de la Ley N° 29060, en el caso del 
procedimiento sancionador establece que es la sanción la que pone fin al 
procedimiento, por lo que solo a partir de la existencia material de la resolución de 
sanción debe declararse por concluido el procedimiento sancionador.  
En consideración el artículo 14° de la Ley N° 27444, relativo a la conservación del 
acto administrativo, el jurista Morón Urbina ha precisado que: “i) La conservación se 
utiliza para poder perfeccionar la validez de aquel acto nacido imperfecto; ii) La 
nulidad se encuentra reservada para aquellos supuestos que cuenten con vicios de 
carácter trascendente; mientras que la naturaleza de la conservación, se encuentra 
contrariamente en la no trascendencia de aquel vicio cometido; (…) la conservación 
dispensa el factor de eficacia una actuación administrativa”. 
Otro de los problemas se da con respecto a las resoluciones de los “Recurso de 
Apelaciones” los cuales en virtud a una extraña delegación de funciones, son 
resueltos por la misma área a la cual se encuentra vinculado el órgano que impone la 
sanción; agotándose así la vía administrativa, hecho que contraviene la normatividad, 
tal vez no sería tan cuestionable si la recaudación de la cobranza de sanciones 
impuestas no se asigne como logro del área que agota la vía administrativa, en tanto 
deja entrever que lo que se busca es recaudar, afectando dicha competencia 
delegada la imparcialidad de los veredictos.  
Es así que el derecho al debido proceso es el derecho a obtener de los órganos 
judiciales una contestación razonada, motivada y congruente con las pretensiones 
pertinentes planteadas por las partes en el proceso. Es por ello que el contenido 
fundamental del derecho y principio de motivación de las resoluciones judiciales es la 
fundamentación jurídica y congruencia entre lo pedido y lo resuelto; y, por sí misma 
la resolución judicial debe expresar una valida y motivada justificación de las 
decisiones adoptadas, aún sí esta concisa. 
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Dentro del procedimiento sancionador del Código de Tránsito, Decreto Supremo N° 
016-2009-MTC, se establecen dos fases; la instructora y la sancionadora. La primera 
fase está a cargo de la División de Reclamos, fase en la cual se evalúa el descargo 
presentado por el presunto infractor mediante un dictamen, con relación a la 
infracción a sancionarse. La fase sancionadora, que es la parte resolutiva está a 
cargo de la División de control de Deuda, quienes emiten la resolución de sanción. 
De acuerdo a lo señalado en el artículo 336° de la Ley, el área responsable de 
conducir la fase instructora deberá emitir el expediente al área encargada de aplicar 
sanción esto se dará en un plazo de treinta (30) días hábiles, contados desde la 
fecha de su presentación, conjuntamente con su dictamen proponiendo la sanción a 
aplicar o, en su caso, la absolución del presunto infractor. El área responsable de 
aplicar la sanción deberá expedir la resolución correspondiente dentro del plazo de 
cinco (5) días hábiles de recibido el expediente y el dictamen.  
Trabajos previos 
Según Hernández (2011), indica: 
Lo denomina revisión de trabajos previos consiste en profundizar más en la materia, tema 
o especialidad que se va a profundizar a fin de encontrar los antecedentes, los estudios, 
análisis, resultados y conclusiones anteriores. Esto permitirá al investigador ubicarse 
temáticamente en la materia a investigar y partir de una base que le permita formular 
coherente y sistemáticamente la formulación de su problema a investigar. Los trabajos 
previos o antecedentes resultan útiles para que el investigador posea una base teórica y 
en nuestro caso además doctrinario y jurídico pertinente y suficiente. (p. 2).   
Torres Ríos, J. (2013). Análisis del procedimiento administrativo sancionador frente a 
la comisión de infracciones no tributarias, a partir de la experiencia en el Distrito de 
San Martin de Porres ¿es congruente las disposiciones municipales con la 
normatividad general vigente? (Tesis para obtener el Título Profesional de Abogado, 
Universidad César Vallejo 2013) 
“(…) el Estado a través de los gobiernos locales “potestad sancionadora”, 
específicamente la ejercida frente a la comisión de infracciones no tributarias. 
Es decir que aquella potestad evidentemente considerarse ejercida bajo 
medidas de control en aras de no afectar los derechos de los administrados, 
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por ello nuestra legislación de forma general ha regulado el procedimiento 
administrativo sancionador en la Ley N° 27444, sin embargo, ello a nuestro 
entender no ha sido suficiente toda vez que los gobiernos locales vienen 
ejerciendo dicha potestad de forma disímil al momento de calificar infracciones 
no tributarias, situación que ha llamado nuestra atención profundamente y 
consideramos merece un adecuado relación normativo, en tanto los 
procedimiento seguidos por los gobiernos locales no solo estarían afectando el 
debido procedimientos sino además la competitividad empresarial toda vez 
que los sancionado son en s mayoría conductores de establecimientos 
comerciales” 
Diaz Roldan, J. (2015) Actos Administrativos y la afectación al Principio del Debido 
Procedimiento en la DIRPEN –PNP en el año 2012 (Tesis para obtener el Título 
Profesional de Abogado, Universidad César Vallejo 2015) 
“(…) El incumplimiento de la motivación administrativa genera una  
consecuencia sobre aquellos actos administrativos que omitan las 
motivaciones y así dé a conocer una contravención legal, normativa y la 
necesidad de poder dictar un nuevo acto para enmendarlo.” 
Vega Vargas, R. (2016). Los Recursos Administrativos y la Nueva Prueba en los 
Procedimientos Administrativos Sancionadores para el transporte público en la 
Ordenanza Municipal N° 1599 de la Municipalidad Metropolitana de Lima (Tesis para 
obtener el Título Profesional de Abogado, Universidad César Vallejo 2015) 
“(...) los administrados se ven limitados al no poder considerar el recurso de 
reconsideración y prueba nueva en la Ordenanza Municipal N° 1599-MML, es 
por ello que se ve vulnerado su derecho al debido procedimiento y derecho de 
defensa en los procedimientos administrativos sancionadores en las 
infracciones de tránsito en la Municipalidad Metropolitana de Lima” 
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Estela Huamán, J. (2009).  El procedimiento administrativo sancionador, las 
sanciones administrativas en el poder ejecutivo, casuística (Tesis para obtener el 
Título Profesional de Abogado, Universidad Nacional Mayor de San Marcos 2009) 
“La presente investigación busca determinar si la normatividad legal vigente de 
los servidores público del Poder Ejecutivo ocasiona efectos discordantes en 
las sanciones administrativas de la Administración Pública, toda vez que se 
debe de tener en cuenta existen nueve normas legales que originan por su 
falta de concordancia y sindéresis legislativa, y con efectos perjudiciales, y 
perniciosos al resolver las Sanciones Administrativas de los funcionarios y 
servidores públicos procesados por contravenciones, faltas y/o delitos, debido 
a que estas normas legales vigentes contienen contradicciones jurídicas en su 
concepción, denominaciones y prescripciones jurídicas y administrativas” 
Ordoñez Alcántara, O. (2011). El debido procedimiento administrativo en los órganos 
reguladores (Tesis para obtener el Título Profesional de Abogado, Universidad 
Nacional Mayor de San Marcos 2011) 
“La parte más importante del presente trabajo consiste en poder contrastar las 
demandas contencioso administrativo originadas por los administrados y 
aquellos fundamentos de la administración pública, y de ese modo efectuar así 
una crítica sobre la idoneidad de los procedimientos seguidos por la 
administración pública, respondiendo a la pregunta de si esta debe de ser 
modificada por las frecuentes denuncias sobre violaciones a su derecho al 
debido proceso en sede administrativa” 
Teorías relacionadas con el tema 
Estado Social del Derecho 
Ubicándonos en nuestra realidad económica, política y jurídica, el Tribunal 
Constitucional, en acertada interpretación sistemática de la Constitución de 1993, 
considere que el Estado peruano presenta unas peculiaridades básicas de un Estado 
que protege la legalidad, con respeto a los derechos de los ciudadanos es decir 
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social y demócrata dentro de la esfera del derecho. Conclusión obtenida del análisis 
del tercer y cuadragésimo tercer artículo de la Ley Fundamental. 
De esta manera, sostiene que nuestro Estado se ampara en los principios 
fundamentales de la libertad de elección del pueblo ejercida mediante la soberanía 
popular, el respecto, seguridad y libre elección para la propiedad privada, la facultad 
del Estado a la separación de las funciones supremas así como reconocimiento a los 
derechos otorgados mediante la Constitución y reconocidas en Tratados 
Internacionales. Encontrando en todo sentido la igualdad ante la ley así como una 
inexcusable verificación de un País dentro de una economía social de mercado, 
como se señala por el Tribunal Constitucional en su fundamento décimo y décimo 
tercero del Exp. N° 0008-2013-AI/TC. 
Autonomía de la Administración Tributaria  
Mediante la última modificación de la Ordenanza N°1892 del 29 de junio de 2015, se 
estableció que continuaran las funciones en materia de transporte  y los tramites del 
procedimiento administrativo sancionador, concernientes a la verificación de 
descargos, proyección de resoluciones de sanción, como también el archivamiento 
cuando sea necesario, y los fallos de recursos correspondientes, cuando 
correspondan de actas de control e imputación de cargo.   
Resolución de Sanción  
Las infracciones administrativas se materializan en la Resolución de sanción, esta 
penalidad administrativa, es un acto administrativo en el cual se le aplica al infractor 
un castigo, basado en una multa y una medida complementaria. 
Según la Ordenanza N° 984, modificado por la Ordenanza N° 1014 en su artículo 12 
sobre Sanción Administrativa nos dice que: “la medida complementaria radicará en la 
clausura de local o establecimiento, retención de los productos que se encuentren 
ofreciendo y/o mobiliario, retiro, paralización o demolición de la construcción o bien 
construido, internamiento de vehículo, inmovilización de productos, ejecución y 
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cualquier otra que corresponda según su naturaleza y en protección al interés 
público” (…). 
Recurso Impugnatorio 
Texto del Artículo 208 de la Ley 27444, el cual nos dice: 
El recurso de Reconsideración: Aquel se presenta ante el órgano que emitió la 
resolución materia de impugnación, se deberá sustentar con una nueva prueba 
instrumental, por lo que es considerado como un recurso opcional y la interposición 
no nos imposibilita el ejercicio de un recurso de apelación, tiene un plazo que es de 
15 días según el artículo 98 de ley en mención. 
a) Así mismo, al reconsiderar podemos facilitar al órgano resolutorio para que 
según el acto que se impugna, pueda considerar las mismas condiciones 
en el caso, por lo que se incurre en equivocación al limitar el recurso con el 
requerimiento de una nueva prueba documentada o instrumental. 
El pilar del presente recurso reside en aceptar que la autoridad que vio el 
procedimiento vuelva a revisar el argumento y pueda enmendar sus deslices de 
criterio o de análisis. Al ser una autoridad que tiene pleno conocimiento del caso en 
concreto se presupone que puede emitir resoluciones con mayor celeridad que una 
nueva autoridad que recién conocerá los antecedentes, hechos y evidencia. 
Obligación No Tributaria 
Las Obligaciones no Tributarias son aquellas exigibles coactivamente; es decir, que 
se establezcan mediante acto administrativo de corte no tributario el cual deba ser 
referido según lo señalado en la ley y que además sea correctamente notificada, el 
cual no sea objeto de recurso en la vía administrativa y por último que no se 
encuentre entre los plazos establecidos por está o en el que haya tenido una 




El Procedimiento Administrativo Sancionador  
En palabras de Morón, nos ilustra que la finalidad de determinar el carácter 
preliminar y la existencia de circunstancias justificadas del inicio formal del 
procedimiento administrativo sancionador, las autoridades con competencia para 
instruir los presuntos actos indebidos, están facultados para la apertura de un 
procedimiento previo a la incoación formal del procedimiento. 
Así también, se establece que es un ente administrativo el cual busca atribuir una 
sanción debido a que el administrado ha incurrido en una desobediencia a la norma. 
La presente sanción podrá ser la pérdida de un derecho o una multa que se generará 
mediante un pago monetario 
Es decir, que el trámite administrativo de oficio regula la actuación de la 
administración en relación a sus agentes que tiene como finalidad mantener el buen 
ejercicio de la función pública, en consecuencia se tendría un procedimiento 
especial. 
Según Blanca Lozano (LOZANO) el derecho administrativo sancionador velaría por 
el correcto alcance del control social alternativo de derecho penal (…) y auxiliar con 
la justicia en la previsión y punición de la actuación ilegal de los menores. 
Por lo tanto, el procedimiento sancionador sustenta su base en efectuar de la manera 
más eficaz que la administración sancione contra el administrado cuando infrinja la 
ley (GUZMAN NAPURI, 2011). 
s así que surge la necesidad de tener un procedimiento previo para la imposición de 
una sanción administrativa, la participación activa en el procedimiento del presunto 
infractor responsable para poder ejercer en él su derecho a la defensa, garantizado 






La Sanción Administrativa 
El debido cumplimiento de las disposiciones legales o administrativas no solo es una 
obligación en el actuar de los funcionarios y servidores públicos, sino también 
constituye una obligación para los administrados; es decir, que infringir lo dispuesto 
en la Ley o Norma Administrativa, trae consigo una sanción que podrá ser impuesta 
por la autoridad administración a través de sus órganos. 
Esta sanción administrativa tiene como finalidad disuadir a la saciedad de incurrir en 
una infracción administrativa. Asimismo, podemos decir que estamos ante una 
responsabilidad sistemática siendo que la función principal que cumple la sanción en 
este caso es la función de prevención.  
Es así que el concepto más difundido de la sanción administrativa ha sido aportado 
por Eduardo García de Enterría (GARCIA E., 1976. P. 509) quien la define como 
aquel mal infringido por la administración en afectación al administrado como 
consecuencia de una conducta ilegal. Adicionalmente precisa que aquel mal 
consistirá siempre en: la privación bien, la privación de un derecho o la imposición de 
una obligación al pago de una multa. Es decir que toda sanción tiene como 
característica básica la afectación de un derecho o patrimonio del administrado 
infractor, o la implosión de una carga, pero con una finalidad represiva.  
Por otro lado, Pemán Gavin afirma que el ordenamiento jurídico recoge muy variadas 
medidas sancionadoras administrativas en función del contenido del sector de la 
realidad social que regula, originando un conjunto muy diverso (PEMAN GAVIN). 
Según los diversos conceptos de sanción administrativa podemos decir que 
concurren tres elementos que son comunes al momento de conceptualizar. En ese 
sentido, la carga que se le impone al sujeto, un gravamen que se puede dar como 
resultado de una conducta indebida a un bien jurídico protegido como lo es la 
infracción administrativa, entonces se puede decir que una sanción debe ser 
solamente impuesta por las autoridades administrativas de acuerdo a los principios y 
normas que rigen la actividad administrativa.  
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En otras palabras el debido cumplimiento en las disposiciones comprendidas en el 
marco legal o administrativo no exclusivamente es una obligación para los servidores 
públicos y funcionarios dentro de su actuar, sino que también se da una obligación a 
los administrados. 
Por otro lado, según lo dispuesto en la norma de menor grado por parte de los 
administrados y como consecuencia una sanción que podría ser aplicada por la 
administración a través de sus órganos.  
En ese orden de ideas, la administración lo que busca es que la sociedad deje de 
cometer infracciones administrativas; así también, estamos ante una responsabilidad 
sistemática, porque lo que se busca en la prevención. 
Tipos de Sanciones  
Según la clasificación existen dos tipos de sanciones, mientras que las Sanciones 
pecuniarias, son  las multas cuya sanción se establece en el eje sobre el que gira el 
sistema sancionador; las sanciones no pecuniarias, se representa por una gama muy 
amplia de medidas, que no siempre van a tener finalidad sancionadora. Es decir que 
origina en algunos operadores del derecho administrativo manifestaciones que 
afectan el propio sistema o régimen administrativo sancionador de que se trate. 
Actas de Control 
Se entiende por Acta de Control aquella que inicia el procedimiento sancionador, 
constando en ella la presunta infracción como consecuencia de una acción de 
control., es así que el Acta de Control y otros, dan fe, salvo prueba en contrario, de 
los hechos en ellos acumulados, sin perjuicio que, complementariamente, los 
inspectores interviniendo directamente o mediante entidades certificadoras, puedan 
contribuir con los elementos evidenciables que sean necesarios sobre el hecho 




Sobre los descargos, se tiene que el presunto infractor tiene un plazo de 5 días 
hábiles en los casos de infracciones al Reglamento Nacional de Tránsito y 7 días 
hábiles para los demás reglamentos numerados a partir de la recepción de la 
notificación, para la presentación de su descargo, luego del cual al SFT debe 
evaluarlo “emitiendo la resolución que corresponda”. 
Regulación del Procedimiento Administrativo Sancionador en el Texto Único 
Ordenado de la Ley N° 27444- Ley de Procedimiento Administrativo General 
El procedimiento administrativo sancionador, casi siempre resulta necesario que 
junto con la aplicación de la sanción administrativa por la infracción cometida, se 
deba aplicar otro tipo de medida que no tiene calidad de sanción o que no se 
comporta como sanción, estas son las llamadas medidas complementarias y que 
algunos la denominan como medidas correctivas o accesorias. 
La medida complementaria, como lo indica es una medida accesoria a la principal, es 
decir a la sanción. Si la medida que se aplica no tiene dicha calidad de accesoria 
sino que es autónoma, podríamos estar frente a una medida de policía administrativa 
o una sanción propiamente dicha. A medida complementaria tiene por objeto restituir 
la situación al estado anterior al que se cometió la infracción o evitar que la infracción 
se siga cometiendo.  
Permán Gavín, señala que dado el carácter retributivo de la sanción, cuando el cierre 
de un establecimiento fuese consecuencias del incumplimiento de las condiciones de 
la concesión o autorización, existirá fin retributivo; pero no existirá tal reproche 
cuando la misma medida de cierre del establecimiento fuese consecuencia de la 
iniciación de una actividad sin contar con dicha concesión o autorización, es decir 
cuando de una actividad clandestina se tratase. (PEMAN GAVIN). 
Es decir, que para su validez las medidas correctivas deberán cumplir con los demás 
actos administrativos, como también con las exigencias legales 
Resulta conveniente identificar los pasos del procedimiento sancionador. Al respecto, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 235 de la Ley del procedimiento 
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Administrativo General, Ley N° 27444, encontramos dos pasos a seguir, el primero 
es el Acto de iniciación el cual se define como aquel  Documento a través del cual se 
delimita la potestad sancionadora de la Administración identificando: Los hechos que 
sustentan la denuncia de la presunta infracción cometida, el presunto infractor, la 
norma infringida, la norma que ampara el inicio del procedimiento sancionador y por 
último, la Sanción que podría corresponder en caso se confirme la denuncia; el 
segundo es la Presentación del descargo el cual de conformidad con el Diccionario 
de la Real Academia de la Lengua, el descargo es la respuesta o excusa del cargo 
que se hace a alguien. 
En ese orden de ideas, en el ámbito del procedimiento sancionador, el descargo es 
la oposición del presunto infractor frente al documento mediante el cual se dio inicio 
al procedimiento sancionador.  
La tercera es la etapa de Instrucción del procedimiento que involucra la evaluación 
de los medios probatorios que definirán si se logró acreditar o no la comisión de la 
infracción. A tal efecto, el área instructora del procedimiento emitirá un documento, 
habitualmente denominado dictamen a través del cual se podrá emitir uno de los 
siguientes pronunciamientos: i) formulara la propuesta de la resolución en la que se 
determinará, de manera motivada, las conductas que consideren probadas 
constitutivas de infracción, la norma que prevé la imposición de sanción para dicha 
conducta y la sanción que se propone que se imponga; o, ii) la declaración de no 
existencia de infracción.  
La cuarta es la Decisión administrativa en el cual el área resolutiva, sobre la base de 
lo propuesto por el área instructora y las actuaciones que considere necesario 
realizar, decidirá: i) acusar definitivamente la comisión de la infracción y aplicar la 
sanción específica prevista en la norma; o, archivar el procedimiento sancionador. 
Teniendo en cuenta lo antes señalado podemos definir al descargo a la actuación del 
administrado que es “denunciado” como presunto transgresor de una norma (como 
consecuencia de una acción o una omisión), destinada a desvirtuar dicha denuncia. 
No constituye un recurso administrativo en la medida que aún no se ha emitido el 
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acto administrativo a través del cual la Administración lo reputa infractor y; en 
consecuencia, obligado a cumplir con la sanción impuesta; es simplemente un 
mecanismo de defensa ante la posibilidad de ser sancionado.  
El dictamen se entiende como aquella opinión emitida por el área instructora del 
procedimiento sancionador en función de la denuncia formulada así como de los 
argumentos y medios probatorios que pudiera presentar el administrado denunciado 
mediante el descargo. No constituye un acto administrativo en la medida que no es 
“declaración de la Administración” destinada a producir efectos jurídicos sobre los 
intereses, obligaciones o derechos de los administrados, es más bien la etapa previa 
que podría dar origen a un acto administrativo, en este caso la “Resolución de 
Sanción”  
En ese sentido, el dictamen como tal no surte ningún efecto para el administrado 
denunciado puesto que, por ejemplo, en el caso que a través de él se hubiera 
opinado que procedía la denuncia; u, por tanto, que correspondía la imposición de 
una sanción, en tanto no se emita y notifique la Resolución de Sanción, no se habrá 
afectado la esfera de derechos del administrado; y, en consecuencia, la 
Administración no podrá ejercer ninguna acción destinada a exigir el cumplimiento de 
una sanción.  
Por lo que, siendo que el dictamen no constituye un acto administrativo, no puede ser 
materia de apelación ni de recurso administrativo alguno. 
En ese sentido, el procedimiento sancionador no califica como contencioso, ya que 
un procedimiento administrativo será contencioso si existe un conflicto de interés, 
pretensiones contrapuestas que serán dilucidadas y resueltas por una entidad 
competente. 
Así, las partes en conflicto pueden ser dos administrados o un administrado y la 
Administración. Por ejemplo, cuando el administrado al que se le ha impuesto una 
multa y éste no está de acuerdo con ella porque considera que no cometió un la 
conducta que califique como infractora o porque asume que no le corresponde la 
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sanción que le impusieron, cuestionará la actuación de la Administración 
materializada en un acto administrativo; es decir, habrá un conflicto entre el 
administrado sancionado y la Administración.  
En el caso del procedimiento sancionador por el contrario, no existe conflicto de 
intereses sino que la Administración en ejercicio de la potestad que le ha otorgado la 
norma evaluara si se ha cometido una infracción y, en caso cuente con los medios 
probatorias impondrá la sanción respectiva.  
Por otro lado la figura de la responsabilidad solidaria implica que la Administración se 
encuentra facultada para exigir el pago de la sanción impuesta por la comisión de 
una infracción indistintamente al infractor y/o a quien la norma califica como 
responsable. Cabe precisar que la imputación de responsabilidad solidaria no supone 
que se esté sancionado al calificado como responsable, únicamente se le está 
imponiendo una carga consistente en la obligación del pago de la multa por una 
infracción cometida por un tercero. 
Ello supone que la Administración ya tiene identificado al infractor, por lo que, en el 
caso bajo evaluación, a fin de iniciar acciones de cobranza contra el responsable 
solidario deberá cumplirse previamente con cada uno de los siguientes requisitos: i) 
notificar al infractor la Resolución de Sanción respectiva, ii) Notificar al presunto 
responsable solidario el acto administrativo a través del cual se le reputa 
responsable, la CIR ( Constancia de Imputación de Responsabilidad ), iii) Esperar a 
que venza el plazo para que el responsable solidario presente recurso de apelación 
contra el acto administrativo a través del cual se le reputa responsable solidario y; 
por tanto, obligado al pago de la multa.  
Solo cumplidos estos requisitos la Administración podrá iniciar acciones de cobranza 





El Procedimiento Administrativo 
Dentro de nuestro ordenamiento legal, el procedimiento administrativo viene a ser el 
conjunto de actos y diligencias tramitados en las entidades, conducentes a la emisión 
de un acto administrativo que produzca efectos jurídicos individuales sobre intereses, 
obligaciones o derechos de los administrados, y así conseguir adecuadamente un 
determinado objetivo. 
Consideraciones Generales  
El procedimiento administrativo se define como un proceso cognitivo, pues involucra 
una decisión fundamentada en estudio previo, en el que se formula una resolución. 
Este procedimiento administrativo no involucra la generación de un reconocimiento, 
fundamentalmente se encuentra supeditada al principio de legalidad. (GUZMAN 
NAPURI, 2011). 
En tal sentido el procedimiento administrativo también tiene una doble finalidad, por 
una parte crear una protección al derecho del administrado, que se genera con el 
pedido administrativo. Siendo que el procedimiento administrativo será una reacción 
de un Estado Liberal dentro del campo del derecho ante la presencia de alguna 
potestad autoritaria del ente administrativo.  En razón de aquellas concepciones 
derivadas del acatamiento a los derechos fundamentales y el régimen de la 
administración a la ley (SANTAMARIA PASTOR, 2000) 
Así también, mediante el procedimiento administrativo se busca asegurar con éxito el 
interés general, insertándose principios tales como la verdad material, eficacia o 
informalismo; y se dan conceptos específicos sobre la simplificación de la 
administración, la generación del impulso de oficio, la oficialidad de la prueba, 
también la interposición de los administrados en el procedimiento y sus decisiones 






Aquellos procedimientos administrativos que comienzan por el administrado ante 
algunos organismos para  reparar o ejecutar su interés o derecho, esto es, aquel 
iniciado a solicitud de parte, se pueden dividir en: procedimiento en el cual la 
conformidad es automática o por el contrario necesita de una valoración previa por el 
organismo. Cuando se trate de una valoración previa la entidad no emita 
pronunciamiento oportuno, puede el administrado sujetarse a silencio positivo o 
silencio negativo.  
Es decir,  no tenemos una clasificación de los procedimientos de oficio generados sin 
participación directa del administrado que nos establezca la ley, al no contar 
esquemas de un silencio administrativo, no teniendo dispositivos de defensa para el 
administrado ante la inmovilidad de la Administración pese a la llamada caducidad, 
que es de aplicación exacta en los procedimientos administrativos peruanos 
(GUZMAN NAPURI, 2011). 
Por lo tanto, aquel procedimiento de parte que involucre a la administración para una 
apertura del procedimiento administrativo sin interposición ni petitoria directa del 
administrado deberá ser sustentado de forma razonable por parte de la 
Administración. Sin embargo de oficio de iniciará los procedimiento de fiscalización 
ulterior que sean conocidos en el T.U.O de la Ley del Procedimiento Administrativo 
General N°27444, como es el caso del procedimiento tributario de fiscalización, 
aquellos iniciados por INDECOPI que configuren procedimiento de control o órganos 
regula 
I.-  LOS SUJETOS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
Los sujetos del procedimiento administrativo están conformados por el administrado 





A).    EL ADMINISTRADO  
Por administrado se entiende a la persona natural o jurídica que, cualquiera sea su 
calificación o situación procedimental, participa en el procedimiento administrativo, 
generalmente la intervención del administrado se realiza al inicio del procedimiento 
administrativo, a través del ejercicio de su derecho de petición,  asimismo puede 
iniciarse a través del Principio de impulso de oficio, cuando la Administración Pública 
actúa en defensa o tutela de algún bien común o interés general. 
Cabe señalar la participación del Tercero Administrado como sujeto del 
procedimiento administrativo, que sin importar en qué posición se encuentre respecto 
de las otras partes o de su interés subjetivo,  pueda resultar afectado con la decisión 
a adoptarse por la Autoridad administrativa. 
B).  LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA 
La Ley del Procedimiento Administrativo General Nº 27444, la define en su artículo 
50º, como el agente de las entidades que bajo cualquier régimen jurídico, y 
ejerciendo potestades públicas, conducen el inicio, la instrucción, la sustanciación, la 
resolución, la ejecución, o que de otro modo participan en la gestión de los 
procedimientos administrativos. 
II.-   ESTRUCTURA DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
El procedimiento administrativo se desarrolla en cuatro etapas: 
1. Inicio del procedimiento. 
2. Ordenación e Instrucción del procedimiento. 
3. Conclusión del procedimiento. 
4. Ejecución de la resolución. 
Primera Etapa: Inicio del Procedimiento Administrativo. 
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El procedimiento administrativo se inicia a través de actos que activan la función 
administrativa, desencadenando así una serie de trámites ordenados y sistemáticos, 
dirigidos a obtener una decisión de la autoridad. 
El acto administrativo puede iniciarse de distintas formas; puede ser exclusivamente 
de oficio, por decisión del órgano competente, a pedido del administrado, o de ambas 
formas. 
a).- Inicio de Oficio: Para el inicio de oficio de un procedimiento administrativo debe 
existir disposición de una autoridad superior debidamente fundamentada, una 
motivación basada en el cumplimiento de un deber legal o el mérito de una denuncia. 
La misma que se materializa en una disposición expresa y sustentada al órgano 
inferior, notificando a los administrados en salvaguarda de su derecho de 
recurrencia. Respecto de la denuncia, toda persona está facultada para comunicar a 
la autoridad competente aquellos hechos que conociera contrarios al ordenamiento, 
sin necesidad de sustentar la afectación inmediata de algún derecho o interés 
legítimo, ni que por esta actuación sea considerado sujeto del procedimiento. 
b).- Inicio de Parte: Los administrados pueden promover, de manera individual o 
colectiva, por escrito el inicio de un procedimiento administrativo, cumpliendo con los 
requisitos que establece la Autoridad Administrativa. 
Este derecho implica la obligación de la administración de dar al administrado una 
respuesta por escrito dentro del plazo legal. Toda persona tiene derecho a recurrir a 
la administración. El derecho de petición del procedimiento administrativo comprende 
las siguientes facultades: 
.-  Presentar solicitudes en interés particular del administrado para solicitar por 
escrito la satisfacción de su interés legítimo, obtener la declaración, el 
reconocimiento u otorgamiento de un derecho, la constancia de un hecho, ejercer 
una facultad o formular legítima oposición. 
.-  Presentar solicitudes o contradecir actos en interés general de la colectividad. Esta 
facultad comprende la posibilidad de comunicar y obtener respuesta sobre la 
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existencia de problemas, trabas u obstáculos normativos o provenientes de prácticas 
administrativas que afecten el acceso a las entidades, la relación con administrados 
o el cumplimiento de los principios procedimentales, así como a presentar alguna 
sugerencia o iniciativa dirigida a mejorar la calidad de los servicios, incrementar el 
rendimiento o cualquier otra medida que suponga un mejor nivel de satisfacción de la 
sociedad respecto a los servicios públicos. 
.-  Solicitar informaciones. 
.-  Formular consultas por escrito a las autoridades administrativas, sobre las 
materias a su cargo y el sentido de la normativa vigente que comprende su accionar, 
particularmente aquella emitida por la propia entidad. 
.-  Presentar solicitudes de gracia, es decir, solicitar al titular de la entidad 
competente la emisión de un acto sujeto a su discrecionalidad o a su libre 
apreciación, o prestación de un servicio cuando no se cuenta con otro título legal 
específico que permita exigirlo como una petición en interés particular. 
Segunda Etapa: Ordenación e Instrucción del procedimiento. 
Una vez iniciado el procedimiento administrativo debe desarrollarse de modo sencillo 
y eficaz sin reconocer formas determinadas, fases procesales, momentos 
procedimentales rígidos para realizar determinadas actuaciones o responder a 
precedencia entre ellas, salvo disposición expresa en contrario de la ley en 
procedimientos especiales. 
A fin de pronunciarse a través de sus resoluciones, la administración deberá realizar 
de oficio los actos de instrucción o indagación necesarios para la determinación, 
conocimiento y comprobación de los datos requeridos. Esta obligación de la 
administración no excluye el derecho de los administrados a proponer actuaciones 
probatorias, la carga de la prueba se rige por el principio de impulso de oficio. Sin 
perjuicio de ello, corresponde a los administrados aportar pruebas mediante la 
presentación de documentos e informes, proponer pericias, testimonios, 
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inspecciones y demás diligencias permitidas o aducir alegaciones, que logren 
acreditar lo solicitado por el administrado. 
A fin de poder decidir un procedimiento, podrán utilizarse todos los medios de prueba 
que resulten necesarios. En particular, en el procedimiento administrativo procede: 
1.- Recabar antecedentes y documentos. 
2.- Solicitar informes y dictámenes de cualquier tipo. 
3.- Conceder audiencia a los administrados, interrogar testigos y peritos, o    recabar 
de ellos declaraciones por escrito. 
4.- Consultar documentos y actas. 
5.- Practicar inspecciones oculares. 
Asimismo, la autoridad administrativa dentro de sus facultades puede exigir a los 
administrados la comunicación de informaciones, la presentación de documentos o 
bienes, el sometimiento a inspecciones de sus bienes, así como su colaboración 
para la práctica de otros medios de prueba. No obstante, el administrado puede 
rechazar el pedido cuando implique la violación al secreto profesional, una revelación 
prohibida por la ley, suponga directamente la revelación de hechos perseguibles 
practicados por el administrado, o afecte los derechos constitucionales. 
Tercera Etapa: Conclusión del Procedimiento Administrativo. 
Habiendo agotado la etapa de la instrucción y obtenidos los elementos  de prueba 
suficientes para decidir, la autoridad administrativa emite una resolución 
pronunciándose sobre el fondo del asunto. 
De tal forma que los supuestos en los que puede afirmarse que el procedimiento 
administrativo ha terminado son los siguientes:  
A.- La aplicación del silencio administrativo positivo o negativo, según corresponda, 
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B. El desistimiento del procedimiento, de la pretensión, de actos y recursos 
administrativos, ó 
C.- El abandono del procedimiento administrativo. 
Cuarta Etapa: Ejecución de Resoluciones. 
Respecto al contenido de la Resolución, ésta debe contener todos los requisitos de 
validez, la motivación de la decisión administrativa y debe ser congruente con la 
petición. 
Es así que los actos administrativos tendrán carácter ejecutario, salvo disposición 
legal expresa en contrario, mandato judicial o que estén sujetos a condición o plazo 
conforme a ley. 
La autoridad administrativa puede proceder a la ejecución forzosa de actos 
administrativos a través de sus propios órganos competentes, o de la Policía 
Nacional del Perú y ésta se realizará respetando siempre el Principio de 
Razonabilidad. 
III.- PRINCIPIOS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
Son los elementos que el legislador ha considerado básicos para encausar la 
actuación de la Administración y los Administrados, se encargan de controlar la 
liberalidad para la interpretación de las normas existentes, la integración de lo no 
regulado, así como para desarrollar normas complementarias. 
Nuestra legislación ha contemplado dos tipos de principios:  
1.- Principios fundamentales o sustanciales, son aquellos que derivan de las  bases 
esenciales del sistema jurídico. Preexisten a esta norma pero por motivos 
pedagógicos el legislador decidió incluirlos. Ellos son: Legalidad, Debido 




2.- Principios institucionales, entre los cuales tenemos a los principios de la actividad 
administrativa. Ellos son: Impulso de Oficio, Imparcialidad, Uniformidad y 
Predictibilidad y los principios del procedimiento son: Informalismo, presunción de 
veracidad, celeridad, eficacia, verdad material, simplicidad y privilegio de controles 
posteriores. 
IV.  REVISION DE LOS ACTOS EN SEDE ADMINISTRATIVA. 
Las resoluciones expedidas por la administración pueden ser revisadas de Oficio por 
la autoridad o pueden ser contradichas por los administrados mediante Recursos 
administrativos. 
A.- Revisión de Oficio: La Autoridad Administrativa puede realizarla a través   de: 
.-  Rectificación de errores: Busca rectificar cualquier error material o aritmético en 
los actos administrativos, dichos errores tienen efecto retroactivo y pueden realizarse 
en cualquier momento, de oficio o a instancia de los administrados, siempre que no 
se altere lo sustancial de su contenido ni el sentido de la decisión. 
.-  Nulidad de oficio: Es el poder que tiene la administración de corregir o eliminar 
todos los actos viciados en su propia vía. Por ejemplo, si el acto fuera contrario a la 
Constitución o a las leyes, si fue emitido por funcionario incompetente o si carece de 
alguno de los requisitos necesarios para su validez, puede declararse de oficio la 
nulidad, aún cuando el acto haya quedado firme, siempre que agravie el interés 
público. La nulidad de oficio sólo puede ser declarada por el funcionario jerárquico 
superior al que expidió el acto que se invalida. Si se tratara de un acto emitido por 
una autoridad que no está sometida a subordinación jerárquica, la nulidad será 
declarada por resolución del mismo funcionario. 
.- Revocación: La revocación del acto administrativo sólo procede de manera 
excepcional y con efectos hacia el futuro, en los siguientes casos: 
1. Cuando la facultad revocatoria haya sido expresamente establecida por una norma 
con rango legal. 
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2. Cuando sobrevenga la desaparición de las condiciones exigidas legalmente para 
la emisión del acto administrativo cuya permanencia sea indispensable para la 
existencia de la relación jurídica creada. 
3. Cuando apreciando elementos de juicio sobrevinientes se favorezca legalmente a 
los destinatarios del acto y siempre que no se genere perjuicios a terceros. 
La revocación sólo podrá ser declarada por la más alta autoridad de la entidad 
competente, previa oportunidad a los posibles afectados para presentar sus alegatos 
y evidencia en su favor. 
B.- Recursos Administrativos: 
Son todos aquellos mecanismos que a pedido de parte permiten a la autoridad 
administrativa la revisión de los actos administrativos, pudiendo incluso modificar la 
decisión de la autoridad.  
Roberto Dromi define a los recursos como “actos de los administrados mediante los 
cuales se pide a la administración la revocación o reforma de un acto suyo o de una 
disposición de carácter general de rango inferior a la ley en base a un título jurídico 
especifico”.  
En nuestra legislación tenemos las siguientes clases: 
- Recurso de reconsideración: Se interpone ante el mismo órgano que dictó el primer 
acto que es materia de la impugnación y deberá sustentarse en nueva prueba. Este 
recurso es opcional y su no interposición no impide el ejercicio del recurso de 
apelación. 
- Recurso de apelación: Se interpone cuando la impugnación se sustenta en 
diferente interpretación de las pruebas producidas o cuando se trate de cuestiones 
de puro derecho, debiendo dirigirse a la misma autoridad que expidió el acto que se 
impugna para que eleve lo actuado al superior jerárquico. 
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- Recurso de revisión: Excepcionalmente hay lugar a recurso de revisión, ante una 
tercera instancia de competencia nacional, si las dos instancias anteriores fueron 
resueltas por autoridades que no son de competencia nacional, debiendo dirigirse a 
la misma autoridad que expidió el acto que se impugna para que eleve lo actuado al 
superior jerárquico. 
V.   POTESTAD SANCIONADORA 
Es la facultad de la administración pública de imponer sanciones a través de un 
procedimiento administrativo, entendida la sanción administrativa como aquel mal 
infligido a un administrado como consecuencia de una conducta ilícita, con finalidad 
represora, consistiendo la sanción en la privación de un bien o derecho, o la 
imposición de un deber, al estar vedada para la administración pública las sanciones 
consistentes en privación de libertad. 
La Potestad Sancionadora carece de un marco legal general que sirva de aplicación 
supletoria a los regímenes especiales disciplinarios. 
En nuestro ordenamiento jurídico administrativo está sujeta a un marco general 
establecido en la Ley Nº 27444 Ley de Procedimiento Administrativo General, sin 
perjuicio de la aplicación de las normas especiales de carácter sectorial. 
La facultad de sanción es inherente, porque a través de ella la Administración, puede 
cumplir sus fines acorde a lo dispuesto en el Art. 44º de la Constitución es deber del 









VI.  LÍMITES CONSTITUCIONALES:  
El poder sancionador de la Administración es una potestad esencialmente limitada, y 
sometida al control jurisdiccional, a través de los siguientes principios: 
- Principio de Legalidad. 
- Principio de Motivación del acto administrativo sancionador. 
- Principio de Proporcionalidad. 
El Principio de Legalidad, es la esencia del Estado de Derecho, por lo que la 
administración se encuentra sometida a la Ley, por este principio se atribuye 
potestades y se define límites a la Autoridad Administrativa. 
La Motivación del acto administrativo sancionador, es un principio constitucional 
implícito en la organización del Estado Democrático establecidos en los artículos. 3º 
y 43º de la Constitución, como un tipo de Estado el poder público está sometido al 
Derecho y por ello, la actuación de la Administración deberá dar cuenta de esta 
sujeción. 
En la actuación de la Administración, el Principio de Proporcionalidad cobra 
importancia debido a la presencia de cláusulas generales e indeterminadas como el 
interés general o el bien común. Ellas deben ser compatibilizadas con otras cláusulas 
o principios igualmente abiertos a la interpretación, como los derechos 
fundamentales, dignidad de las personas. 
Los principios que orientan la potestad sancionadora regulan las facultades de las 
entidades para establecer infracciones administrativas y las consecuentes sanciones 
a imponerse a los administrados. 
La potestad sancionadora de todas las entidades está regida, adicionalmente, por los 
principios de legalidad, tipicidad, debido procedimiento, razonabilidad, tipicidad, 




VII.-   EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCION COACTIVA 
Es un procedimiento por el cual el Estado hace cobro compulsivo de las obligaciones 
tributarias y no tributarias que mantienen los administrados para con él, tanto a nivel 
del gobierno central como local. 
La Administración Pública ha contado desde mucho tiempo atrás con una acción 
propia y exclusiva a la cual se le denomina coerción, como herramienta legal cuya 
finalidad es hacer efectivas las obligaciones, de naturaleza tributaria o no tributaria, 
correspondientes a las relaciones de derecho público. Dicha acción se materializa 
actualmente a través de un procedimiento breve, sustancialmente de ejecución, 
como es el procedimiento de cobranza coactiva. 
Es de naturaleza administrativa por cuanto el Ejecutor no pertenece al Poder Judicial 
ni mucho menos administra justicia, simplemente hace cumplir las obligaciones 
pendientes de los gobernados ante la administración pública. 
VIII.  MARCO JURÍDICO DEL PROCEDIMIENTO COACTIVO 
El procedimiento coactivo para la cobranza de tributos está normado en los artículos 
117º al 123º del Código Tributario.  
El artículo 117º del Código Tributario establece que: el procedimiento de cobranza 
coactiva es iniciado por el Ejecutor Coactivo mediante  la notificación al deudor 
tributario de Resolución de Ejecución Coactiva, que contiene un mandato de 
cancelación de las Ordenes de Pago o de Resoluciones de Cobranza, dentro de 
siete días hábiles, bajo apercibimiento de dictarse medidas cautelares o de iniciarse 
la ejecución forzada de las mismas, en caso que estas ya se hubieran dictado.- 
El primer conjunto de las normas antes citadas constituye el marco regulatorio de la 
ejecución coactiva que de las obligaciones de carácter no tributario de todas las 
entidades del Estado y de carácter tributario de los gobiernos locales. En tanto, las 
normas contenidas en el Código son aplicables a la cobranza coactiva de deudas 
tributarias del gobierno central cuya administración está a cargo de la SUNAT 
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IX.  REQUISITOS PARA EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO DE COBRANZA 
COACTIVA 
Se establece como requisito previo para dar inicio a un procedimiento de cobranza 
coactiva que exista una deuda pendiente de pago que haya sido  emitido por la 
administración tributaria, así como el título que contiene dicha deuda exigible, 
llámese una Orden de Pago (OP), Resolución de Determinación o Resolución de 
Multa. 
Una vez emitida la  Resolución de Ejecución Coactiva (REC), es indispensable que el 
mismo sea correctamente notificado al deudor tributario, el mismo que  contiene un 
mandato de cancelación de la obligación y otorga un plazo de siete (7) días para que 
se cumpla con el mismo, bajo apercibimiento de dictarse medidas cautelares o 
ejecutarse la ya dictadas .El artículo 117° del Código Tributario señala expresamente 
los requisitos que debe contener la REC, bajo sanción de nulidad, cuales son: 
nombre del deudor tributario; número de la OP o resolución objeto de cobranza; 
monto del tributo o multa, de los intereses y el monto total de la deuda; y, el concepto 
y periodo a que corresponde la deuda. 
Una cuestión que ha sido materia de análisis y polémica es la notificación conjunta 
del valor y la REC, es el hecho que ambos actos administrativos sean puestos en 
conocimiento del deudor tributario simultáneamente considerándose válida dicha 
notificación. En el caso de la ejecución coactiva que rige para los gobiernos locales, 
la ley señala que a la REC debe adjuntarse copia del acto administrativo materia de 
cobro y su constancia de notificación, lo cual lleva a la inequívoca conclusión que no 
es posible notificar conjuntamente el valor y la REC. Norma igual o similar no se 
encuentra en el Código Tributario.  Asimismo, existe una tercera situación en la que 
se exige que los valores puestos a cobro no se encuentren impugnados y en cuarto 
lugar, que se haya producido el incumplimiento en el pago de la obligación exigible. 
Al respecto, cabe indicar que, según el artículo 115° del Código, deuda exigible es: 
a) La establecida por Resolución de Determinación, de Multa o la que contiene la 
declaración de pérdida de un fraccionamiento notificada por la Administración 
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Tributaria y no reclamada en el plazo de ley. En el caso particular de la pérdida de 
fraccionamiento, cabe advertir que se mantiene la condición de deuda exigible si 
interpuesto el recurso de reclamación dentro de plazo, el deudor no continúa 
efectuando el pago de las cuotas del fraccionamiento. 
b) La establecida por Resolución de Determinación o de Multa reclamada fuera del 
plazo de ley, siempre que no se cumpla con presentar la Carta Fianza que se exige 
para garantizar su pago. 
c) La establecida por Resolución no apelada en el plazo de ley, o apelada fuera de 
plazo, siempre que no cumpla con presentar la Carta Fianza respectiva, o la 
establecida por Resolución del Tribunal Fiscal (RTF). 
d) La establecida en una Orden de Pago notificada conforme a ley. 
e) Las costas y gastos en que la Administración Tributaria hubiera incurrido a lo largo 
del procedimiento. 
Un quinto requisito sería que la deuda no haya sido declarada prescrita; y, un sexto y 
último requisito sería que no se presenten ninguna de las situaciones revistas como 
causales de suspensión o conclusión del procedimiento contempladas en el artículo 
119° del Código Tributario. 
X.  ETAPAS DEL PROCEDIMIENTO 
Las etapas del procedimiento coactivo pueden variar según el tipo de embargo que 
se adopte, para efectos didácticos podemos afirmar que el mismo se divide en cuatro 
momentos: 
-   Notificación 
-   Embargo 
 -  Tasación 
 -  Remate 
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A.- NOTIFICACIÓN.- Es el acto por el cual se pone en conocimiento del administrado 
la Resolución de Ejecución Coactiva otorgándole un plazo de siete (7) días hábiles, 
para el cumplimiento de una obligación,  bajo apercibimiento de dictarse embargos o 
ejecutar lo ya dispuesto. La importancia de las notificaciones radica en el hecho de 
que a través de ellas las partes o terceros se enteren de las resoluciones que se 
expidan en el procedimiento.- 
El Código Tributario indica que la notificación los actos administrativos puede  
realizarse, indistintamente, por cualquiera de las siguientes modalidades: 
.-  Acuse de recibo o negativa de recepción.- El acuse de recibo se trata de una 
notificación en el domicilio fiscal del deudor donde se deja expresa constancia de la 
recepción del documento, guardándose las formalidades descritas en la ley. En tanto, 
la certificación de la negativa a la recepción, se efectúa cuando habiendo una 
persona capaz en el domicilio del deudor, ésta rechaza la recepción del documento 
o, recibiéndolo, se niega a firmar la constancia y/o no proporciona sus datos de 
identificación, sin que sea relevante el motivo del rechazo alegado. 
.-  Invalidez del acto de notificación.- La declaración de invalidez de acto de 
notificación implica no la nulidad de acto administrativo sino de la fecha de la puesta 
en conocimiento de dicho acto al contribuyente. 
Por tanto los actos efectuados por el ejecutor coactivo basados en dicha notificación 
devienen en nulos 
.-  Efectos de las notificaciones.- las notificaciones surtirán efecto desde el día hábil 
siguiente al de su recepción, entrega o depósito según sea el caso. 
En el caso de publicaciones en el diario oficial o en la página web, desde el día hábil 
siguiente a su publicación. 




B).-  EMBARGO.- Si no se ha producido el cumplimiento de la obligación dentro del 
plazo otorgado de 7 días hábiles, el Ejecutor está facultado a trabar, indistintamente, 
cualquier medida cautelar con la que asegure la eficacia o cumplimiento de la 
obligación exigible. 
El embargo significa la afectación jurídica de un bien o derecho del presunto 
obligado, aunque se encuentre en posesión de terceros. Para Arias y Sartorio es el 
“acto procesal consistente en la determinación de los bienes que han de ser objeto 
de la realización forzosa de entre los que posee el deudor –en su poder o en el de 
terceros– fijando su sometimiento a la ejecución y que tiene como contenido una 
intimación al deudor para que se abstenga de realizar cualquier acto dirigido a 
sustraer los bienes determinados y sus frutos a la garantía del crédito”. 
Si procuramos resumir las características de todo embargo, podemos señalar que: 
a)  Afecta elementos patrimoniales del ejecutado fundamentándose en la 
declaración expresa de autoridad competente. 
b)  Recae sobre un elemento patrimonial susceptible de realización. 
c)  No significa una limitación a la facultad de disposición del bien por parte del 
ejecutado, ni significa una expropiación. 
d) El embargante no obtiene ningún derecho real con el embargo, pero si le 
otorga un derecho de persecución sobre el bien. 
e)  Constituye el presupuesto indispensable para la ejecución del bien. 
f)  La estructura del embargo es simple: basta la declaración administrativa de 
afectación. 
g) Se tramita inaudita pars, es decir, todos los embargos se notifican al deudor 
una vez que han sido ejecutados o trabados. 
h)  Evaluación del costo – beneficio. 
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i) Pueden adoptarse embargos concurrentes hasta el monto que asegure el 
pago de la deuda. 
j) Deben dejarse sin efecto o reducir de oficio aquellos embargos que superen el 
monto necesario para cautelar la deuda. 
k)  No sujetos a plazo de caducidad. 
 TIPOS DE EMBARGO 
El Código Tributario distingue cuatro tipos de embargos típicos: 
a).-  En forma de intervención 
b).-  En forma de depósito ó secuestro 
c).-  En forma de retención 
d).-  En forma de inscripción 
Veamos: 
a).-  EMBARGO EN FORMA DE INTERVENCIÓN.- Para el profesor Danós, 
“constituyen los medios que destina el embargante a fin de garantizar el cobro de su 
acreencia mediante su participación propia en las actividades del deudor“. Para el 
doctor Monroy Gálvez, “consiste en la injerencia de una persona en un determinado 
negocio de propiedad del embargado, a fin de que retire periódicamente una parte de 
sus ingresos y los convierta en depósito judicial o informe al Juzgado sobre la 
marcha de la actividad económica”. 
A su vez, existen tres sub tipos de embargo en forma de intervención: 
.- Intervención en información.- Mediante el cual se nombra uno ó más interventores 
para que, en el domicilio fiscal del deudor5, recaben la información y verifiquen 
directamente el movimiento económico del deudor y su situación patrimonial. El 
interventor no podrá recabar información relacionada a los procesos productivos, 
conocimientos tecnológicos y similares. 
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- Se notifica al deudor la RC donde se identifica al interventor 
- Interventor recaba la información durante plazo otorgado 
- Vencido el plazo el interventor informa al Ejecutor 
.-  Intervención en recaudación.- Consiste en la afectación de los ingresos de la 
empresa, negocio u oficina donde se realiza la actividad económica. Normalmente se 
le conoce como intervención en caja, pues tiene por objeto recaudar directamente de 
aquella, durante el tiempo que dure la medida, los ingresos necesarios para la 
cancelación de la deuda tributaria en cobranza. 
- Se notifica RC nombrando interventor 
- Efectúa arqueo inicial de caja 
- Lleva control de ingresos y egresos 
- Efectúa arqueo final de caja 
- Ingresa monto recaudado a la Administración Tributaria 
.- Intervención en administración.- Mediante esta medida cautelar el Ejecutor nombra 
uno o varios interventores con la finalidad de recabar los frutos o utilidades que 
pudieran producir los bienes embargados, siendo funciones del interventor 
administrador: 
- Supervisar y verificar la administración de los frutos o utilidades que produzca el 
bien embargado. 
- Comprobar que de lo producido sólo se realicen gastos necesarios para el 
mantenimiento de la fuente productora así como el cumplimiento de sus obligaciones 
legales. 
- Rendir cuentas al Ejecutor periódicamente. 
- Poner a disposición de la Administración Tributaria las utilidades o frutos obtenidos. 
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- Informar al Ejecutor de las circunstancias que obstaculicen su desempeño. 
b).- EMBARGO EN FORMA DE DEPÓSITO O SECUESTRO.- Se afectan muebles o 
inmuebles no inscritos de propiedad del deudor, ya sea con o sin extracción de los 
mismos, designándose un depositario para la conservación y custodia de los bienes, 
quien podrá ser el propio deudor, un tercero o la Administración Tributaria. Se 
ejecuta sobre los bienes que se encuentren en cualquier establecimiento, inclusive 
los comerciales, industriales u oficinas de profesionales independientes. 
b).-  EMBARGO EN FORMA DE RETENCIÓN.- A través de este embargo se afectan 
los bienes, fondos, valores o derechos de crédito cuya titularidad corresponde al 
deudor y que se encuentren en posesión de terceros, debiendo estos últimos 
reservarlos y ponerlos a disposición del Ejecutor que ordenó la medida. 
Sin duda alguna, este es el tipo de embargo más utilizado por la Administración 
Tributaria dado que procura para dicha del acreedor dinero en efectivo –de propiedad 
del contribuyente deudor– que se encuentra en poder de uno o varios terceros, lo 
cual sortea las etapas de tasación y remate presentes en los casos en los que se 
traben otras medidas cautelares como el depósito con o sin extracción. Un  ejemplo 
de este tipo de embargo es la retención bancaria, donde el tercero es una entidad del 
sistema financiero  nacional y por medio del cual se afectan depósitos, dinero o 
valores que se encuentren bajo su custodia, debiendo el banco retener el dinero y 
entregarlo al Ejecutor Coactivo. 
Así, es indudablemente que el tercero juega un importantísimo rol dentro de esta tipo 
de embargo, por ello, sobre él recaen deberes y responsabilidades que detallamos a 
continuación:  
• - Deber de informar al Ejecutor sobre la retención o la imposibilidad de realizarla 
dentro de los  cinco (5) días hábiles de recibida la orden de embargo. 




• - Deber de entregar el monto retenido 
• - Deber de mantener vigente la retención mientras no se cubra el monto embargado 
o exista un levantamiento expreso por parte del Ejecutor 
d).-  EMBARGO EN FORMA DE INSCRIPCIÓN.- Consiste en la anotación del 
derecho de crédito en la partida registral del bien de propiedad del deudor y que 
servirá para su posterior ejecución (tasación y remate). Puede recaer sobre 
inmuebles registrados, tales como casas, terrenos y concesiones mineras; como 
sobre muebles registrados, tales como nombres, marcas, derechos de autor, 
acciones, naves y aeronaves. 
C.- TASACIÓN.- Consiste en la valorización de los bienes embargados al deudor, 
sean muebles o inmuebles. Es realizada por un perito tasador designado por el 
Ejecutor o convencionalmente entre las partes. Una vez realizada la tasación, ésta 
puede ser observada por el ejecutado. El Ejecutor concede un plazo adicional para 
que el tasador se ratifique o rectifique la tasación. Posteriormente el Ejecutor procede 
a aprobar la tasación y convocar a remate. 
D).-   REMATE.- Es el acto por el cual se vende en pública subasta los bienes 
muebles o inmuebles, previamente embargados y tasados, del deudor tributario, los 
cuales son adjudicados al mejor postor. En primera convocatoria se toma como 
precio base las 2/3 partes de la tasación. En caso no se rematen los bienes, en 
segunda convocatoria el precio base será reducido un 15% con respecto al primer 
remate. En caso de un tercer remate y sucesivos, no habrá precio base. 
Sólo después de terminado el procedimiento de cobranza coactiva, el ejecutado 
podrá apelar ante el Poder Judicial dentro del plazo de 20 días hábiles. En este caso, 
el Poder Judicial únicamente podrá examinar si se ha cumplido el procedimiento 
conforme a ley sin que pueda entrar al análisis del fondo del asunto o de la 




XI.  SUSPENSION DEL PROCEDIMIENTO COACTIVO.- 
Se encuentra regulado en el artículo 16º y 31º del TUO de la ley de Procedimiento de 
Ejecución Coactiva.  
El Ejecutor puede suspender el procedimiento coactivo solamente:  
.- por causal establecida por  la ley, 
.-  por disposición del Poder Judicial, 
.-  por decisión de la entidad emisora del acto.- 
  Causales de Suspensión: 
.-  cuando la deuda se haya extinguida ó la obligación haya sido cumplida. 
.-  cuando la deuda u obligación esté prescrita. 
.-  cuando la acción se siga contra persona distinta al obligado. 
.-  cuando se haya omitido la notificación al obligado del acto administrativo que  
    sirve de título para la ejecución. 
.-  cuando se encuentre en trámite o pendiente de vencimiento el plazo para       
    presentar recursos administrativo o demanda contenciosa administrativa. 
.-  cuando exista convenio de liquidación judicial o extrajudicial, acuerdo de  
    acreedores, ó cuando el obligado ha sido declarado en quiebra.- 
.-  cuando se trate de empresas en proceso de reestructuración patrimonial de  
    acuerdo a la Ley  General del Sistema Concursal, 
.-  cuando exista resolución de aplazamiento o fraccionamiento de pago. 
.-  cuando existan saldos a favor o  pagos a cuenta del mismo tributo. 
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.-  cuando lo dispone el Tribunal Fiscal en un procedimiento de queja. 
.-  cuando se evidencia que la cobranza puede ser Improcedente 
.-  cuando se admita la reclamación interpuesta dentro del plazo de ley  sin pago 
previo, por mediar circunstancias que evidencien que la cobranza pueda se 
Improcedente 
.-  cuando el obligado  ha interpuesto demanda de revisión judicial. 
 
Potestad Sancionadora del Estado 
En palabras de Carbonell Mateu, el poder punitivo o también conocido como el 
iuspuniendi del Estado es aquel conjunto de potestades que se le atañen al Estado 
frente al administrado, cuya finalidad es poder tener una sociedad pacífica, 
entiéndase este poder emanado por la Constitución para crear y aplicar normas, a su 
vez restringe su ejercicio, aquella limitación se concretiza en los principios que la 
inspiran y los llamaremos los principios limitadores del iuspuniendi. 
En ese sentido, se debe entender que todo acto de poder como lo es la emisión de 
una acto administrativo sancionador, el cual debería ser ajustado a los principios 
constitucionales, de este modo serán orientados a la autoridad pública cada ejercicio 
especifico, esto a su vez evidencia una fuerza normativa de la Constitución y de los 
derechos de oponibles del iuspuniendi.  
Así también conforme con Marienhoff la potestad es el medio jurídico del que 
dispone la administración púbica para desarrollar su actividad y lograr los fines 
perseguido con ello. 
A diferencia del Poder que es un concepto genérico y un atributo del Estado en 
general, la Potestad es específica y se manifiesta en el ejercicio de ese atributo- 
prerrogativa inherente a sus funciones.  
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De otro lado, la Potestad se diferencia del derecho subjetivo en que la primera es 
irrenunciable en la medida que es necesaria para realizar las funciones de interés 
general y el segundo puede ser objeto renuncia por parte del titular de dicho derecho. 
En el caso concreto, Ivanega citando a José Suay Rincón afirma que el poder 
sancionador de la administración se entiende como un poder derivado del 
ordenamiento jurídico y que atribuido a la administración, está regido al mejor 
gobierno cuyos diversos sectores de la vida social, teniendo la característica de ser 
el poder de signo restrictivo que puede accionar frente a cualquier movimiento que se 
logre producir en el orden jurídico. En ese sentido la potestad sancionadora está 
inmersa a la finalidad de eficiencia administrativa (PANDO VILCHEZ, 2010). 
El Derecho a la Debida Motivación  
Se debe señalar que la Debida Motivación es un Acto Administrativo que se da a 
través de la historia, terminando la Revolución Francesa y a fines del Siglo XVIII con 
la Declaración de los Derechos del Hombre. Es así que de la Postura del jurista 
alemán James Goldschimidt en 1902, se logró dar el reconocimiento de Derecho 
Administrativo adecuadamente dicho, así también Hauriou lo conceptuó como aquel 
“régimen administrativo” el mismo que se encuentra en sistema Peruano y puesto en 
manifiesto en los Actos Administrativos emitidos por la Administración Pública. 
Por otro lado, cabe mencionar que para García (1998) “la imposición de motivar, 
como Principio Constitucional, se da en la Constitución Francesa en el año 1975, 
este control democrático del ejercicio de poder jurisdiccional, logra evitar surjan 
aquellas ilegalidades de los jueces. Es decir, que lo tribunales tienen la obligación de 
añadir a sus decisiones los razonamientos legales que los llevaron a la decisión de la 
controversia, uno de ellos es el Estado Peruano el cual ha reconocido este derecho 
en la Constitución Política del Perú en el artículo 139 inciso 5” (p.198) 
Así también, para Pérez (2005) la motivación deberá mostrar una decisión legal y 




Según nuestra jurisprudencia Nacional, el Tribunal Constitucional peruano y las 
respectivas instancias judiciales conceptualizan la debida motivación como aquel 
mecanismo de un debido procedimiento o proceso.  
Es por ello que la Debida Motivación es el deber de  motivar las decisiones citando 
Morón (2014) en la cual sostiene que se debe de exigir una adecuada argumentación 
en los actos administrativos, el cual deberá ser reconocida como aquel mecanismo 
necesario para permitir considerar su grado de legitimidad y evitar la arbitrariedad de 
la actuación Pública, dado que obliga al funcionario a razonar, reflexiona, a patentizar 
tanto la justificación de sus actos como de su objetivo; el incumplimiento de la 
motivación administrativa puede dar lugar a las consecuencias sobre los actos 
administrativos mismos sobre las autoridades que emiten. Asimismo sostiene el autor 
que las sanciones sobre sus actos son la nulidad, cuando se omite la motivación o 
ella revele contradicción legal o normativa o la necesidad de dictar un nuevo acto 
para enmendarlo y también será nula dicho acto administrativo si en el caso de la 
motivación incongruente, imprecisa, insuficiente o parcial (p. 163). 
En ese contexto debemos entender que la Debida Motivación Administrativa forma 
parte del Principio del Debido Procedimiento Administrativo, es así que se entiende el 
debido procedimiento como:  
Aquel principio- derecho que otorga a los administrados derechos y garantías implícitas a un 
debido procedimiento regular y justo. Es decir, que este tipo de principio-derecho debe de ser 
observado por la Administración Pública según su tramitación en los procedimientos 
administrativos que coinciden a la creación, modificación o extinción de un derecho como 
también la imposición de una obligación o sanción respectivamente. Cabe mencionar que se 
amplió el catálogo de garantías del Derecho al Debido Procedimiento Administrativo y que se 
encuentran reconocidas en la mencionada norma, esto por el Tribunal Constitucional y la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos realizando una interpretación axiológica de los 
derechos. (GARCÍA, 2004, P.74) 
Así también, es un requisito necesario la Debida motivación, pues integra un 
elemento formal, el cual deberá exteriorizar las razones que puedan llegan  justificar 
y también fundamentar aquella emisión del acto, el cual versa tanto en las 
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circunstancias de hecho y derecho (causa) como aquel interés público el cual se 
logra conseguir con lo dictado del acto (finalidad). (Cassagne, 2010, p. 208).  
Es por ello que Jorge Cassagne cita a Hector Jorge Escola, el cual nos dice que: “si 
la actividad de la administración pública debe de ser siembre legal; si en el acto 
administrativo es posible considerar el contenido, el objeto, finalidad; si es preciso 
valorar así haya existido un abuso o desviación de poder; creo yo, que el medio más 
adecuado a ello es de exigir que necesariamente todo acto administrativo deba ser 
motivado. Asimismo el citado autor menciona que estos actos administrativos 
deberán responder a una causa o motivo, como también deben de tener una causa 
lícita, según sea la pretensión del interés público. Dando lugar a que la 
administración declare esa causas o motivos y explique la finalidad del acto (1989, P. 
264) 
El acto debe contener los motivos debidamente fundados y con razonamiento para 
lograr una decisión adoptada.  Esa explicación debe contener los hechos y 
antecedentes del caso, así también deberá ser justa a derecho y no puede 
desconocerse las pruebas existenciales ni los objetivos (Gordillo, 2003, P. II - 35). 
 
Formulación del Problema 
 
Por otro lado Chacón, J. (2012), nos dice que: “(…) la formulación del problema de 
investigación deberá ser entendido como un vacío según lo entendido por el 
investigador, y que lo motive a buscar una adecuada solución ante esta situación, 
utilizando técnicas y métodos científicos, para poder resolver el problema” (p. 32)  
Problema General: 
 ¿Se cumple con el debido procedimiento administrativo en las infracciones de 





 ¿En los procedimientos administrativos sobre infracciones de tránsito los 
administrados gozan del derecho a exponer sus argumentos, a ofrecer y 
producir pruebas? 
 ¿En los procedimientos administrativos sobre infracciones de tránsito los 
administrados logran obtener una decisión motivada y fundada en derecho? 
Justificación del Estudio  
 
La presente investigación pretende analizar el procedimiento administrativo que 
sigue el SAT en los casos de infracciones de tránsito y ver si ellos cumplen con los 
principios de los procedimientos administrativos en especial el del debido 
procedimiento administrativo. Sabemos de la problemática de las infracciones de 
tránsito y del rol que cumple el SAT en ese sentido, de allí la importancia de nuestro 
tema en un contexto como el de nuestro país. 
Objetivo 
Los objetivos son aquellos que constituyen las acciones que el investigador tomará 
para pretender contestar a las interrogantes de su investigación y así poder hallar la 
solución al problema que se está investigando, es por ello que los objetivos deben 
ser concretos, claros, realistas y modestos, y que reflejen la convicción del 
investigador en su intención de aportar en el conocimiento del objeto de estudio” 
(Behar, D. 2008, p.29) 
General. 
 Analizar si se cumple con el debido procedimiento administrativo en las 






 Evaluar si en los procedimientos administrativos sobre infracciones de tránsito 
los administrados gozan del derecho a exponer sus argumentos, a ofrecer y 
producir pruebas. 
 Determinar si en los procedimientos administrativos sobre infracciones de 




Para Ramírez, R. (2010), señala que: “Las hipótesis son aquellas respuestas 
tentativas a los problemas de la investigación; es decir, que el problema no anticipa 
nada sobre su solución, pero hay varias respuestas que podrían resolverse, aun con 
la incertidumbre de no saber cuál es la verdadera” (p.207). 
Supuesto General 
 El Servicio de Administración Tributaria de Lima incumplió con el derecho al 
debido procedimiento de los administrados que cuentan con infracciones de 
tránsito en el año 2016, toda vez que la entidad no informa ni notificas 
debidamente de su accionar y resoluciones. 
Supuestos Específicos 
Supuesto Específico 1: 
 Las Resoluciones que emite el Servicio de Administración Tributaria de Lima 
contienen un sustento jurídico exiguo, insuficiente y criticable toda vez que no 
respeta el derecho del administrado a exponer sus argumentos, además de 




Supuesto Específico 2 
 Analizar si en los procedimientos administrativos sobre infracciones de tránsito 












































Toda investigación está conformada por un método de investigación. Para su 
definición, Ortiz (2011) sostiene al respecto: 
[…] Es la estrategia que se define como guía a seguir en estos procesos, con la finalidad 
de lograr ciertos resultados, específicamente aquellos que  se definen  como objetivo en 
el proyecto. Esta táctica en  el  enfoque  y desarrollo, incluye la experiencia práctica, 
técnica y teórica del investigador guiado, por grandes funciones intelectuales del análisis, 
la síntesis, la inducción y la deducción. (p. 48). 
Para entender, la estructura del método de investigación será de guía en todo 
proceso de investigación; relacionando al tema a tratar sobre el debido procedimiento 
en el Servicio de Administración Tributaria, se ha desarrollado desde el inicio hasta el 
final temas de metodología para un análisis científico y mayor claridad hacia un 
sentido esquemático. Su utilidad es necesaria porque ayudaría en los resultados de 
validez y confiabilidad 
2.1 Tipo de investigación 
Según Sánchez y Reyes (2006) sostiene: 
[…] En la etapa de búsqueda del tema de investigación, etapa que se presenta previa a 
la formulación de un plan o proyecto, es importante interrogarse acerca de la naturaleza 
y los propósitos de la investigación a desarrollar, de tal manera que nos lleve a asignarle 
un carácter o tipo a dicho estudio. (p. 35). 
El tipo de estudio trata de indicar o determinar la naturaleza y el propósito de la 
investigación para un mayor sustento. 
Por ello, la Investigación esta orientado a la comprensión sobre aquellas situaciones 
que ocurren en la actualidad, con respecto al Servicio de Administración Tributaria, 
en donde no se ha realizado de manera adecuada el debido procedimiento. 
La investigación tiene una línea de enfoque cualitativa, Rodríguez et al. (1996) indico: 
[…]. La investigación cualitativa implica la utilización y recogida de una gran variedad de 
materiales como entrevista, experiencia personal, historias de vida, observaciones, textos 
históricos, imágenes, sonidos , que describen la rutina y las situaciones problemáticas y 
los significados en la vida de las personas. Así como  examinar la realidad en su contexto 
natural, tal y como sucede, intentando sacar sentido de, o interpretar los fenómenos de 
acuerdo con los significados que tienen para las personas implicadas. (Enfoques de la 
Investigación Cualitativa, 1996, párr. 1). 
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Este enfoque cualitativo se aplicó a este trabajo de investigación porque se trató de 
un suceso que ocurren en la realidad, en base a los administrados los cuales se ven 
afectados, asimismo observaciones o visualizadas a través de noticias que fueron 
importante para nuestras conocimiento y desarrollo de esta investigación. No 
obstante, el mayor sustente de este enfoque cualitativo es la técnica de la entrevista 
realizada a especialistas en el tema para la confrontación de las doctrinas, 
jurisprudencias, textos históricos; en relación al tema de investigación.  
2.2 Diseño de Investigación  
Al hablar de la definición del diseño de investigación, Martínez y Céspedes (2008) 
sostienen: 
[…] El termino diseño, hace alusión  al plano o estrategia creada  para obtener la 
información deseada  Así como señalar al investigador  que debe hacerse para alcanzar 
los objetivos de estudios y para contestar las interrogantes de conocimiento que se ha 
planteado. […] el objetivo de cualquier diseño es imponer restricciones controladas a las 
observaciones de los fenómenos. (p. 79). 
Por lo cual, el diseño de investigación es una estrategia para facilitar el logro  de 
los frutos o rendimiento de la investigación y poder alcanzar los objetivos 
planteados e interrogantes; siendo su aplicación en todo trabajo de 
investigación. En principio, resulta importante saber la clasificación del diseño de 
investigación de la siguiente manera: 
Con respecto al diseño de teoría fundamental, Hernández (2014) señala: 
[…] En la teoría fundamental conseguiremos,  el punto de vista de los participantes. No 
generaremos un modelo a partir de ellas, si no  lo que los individuos tienen en común de 
acuerdo con sus experiencias con un determinado fenómeno […] De esta manera, en la 
fenomenología los investigadores trabajan directamente las unidades o declaraciones de 
los participantes y sus vivencias, más  para crear un modelo basado en sus 
interpretaciones como en la teoría fundamental. (p. 493). 
La presente investigación utilizará un diseño de teoría fundamental, toda vez que 
vamos a observar e identificar si se está se vulnera el debido procedimiento 
administrativo. Para poder analizar la incidencia que se genera entre el Servicio de 
Administración Tributaria y el administrado; es necesario el respectivo contacto 
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directo con los participantes que serán: los especialistas, abogados del Servicio de 
Administración Tributaria, por la relación al problema planteado, y los conceptos 
teóricos que servirán para una correcta interpretación. 
2.3 Caracterización de Sujetos 
 
Los sujetos que serán estudiados para el objetivo de la investigación, va dirigida a la 
autoridad administrativa, para que está cumpla con la disposición emanada de la 
Ley, con el fin de no causar perjuicios a los administrados y a la no desviación del 
debido procedimiento y la debida motivación en los derecho del administrado.  
Para el desarrollo de las entrevistas, se tendrán en consideración el perfil de cada 
sujeto entrevistado, por lo cual se utilizará la siguiente matriz: 
CUADRO Nº 01: “Cuadro de expertos de la presente investigación“ 
Perfil Académico 






Especialista de Impugnaciones 2da Instancia I del 





Especialista de Impugnaciones 2da Instancia I del 
Servicio de Administración Tributaria 
03 años Abogado 
Especialista de Impugnaciones I del Servicio de 
Administración Tributaria 
03 años Abogado 
Analista de Resoluciones 2da Instancia del Servicio de 
Administración Tributaria 
02 años Abogado 
Fuente: Elaboración propia 
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2.4 Técnicas e Instrumentos de Recolección de datos, validez 
Seguidamente, detallaremos los instrumentos y técnicas que se utilizaron  para la 
recopilación de datos.  
2.4.1. De las técnicas de recolección de datos:  
La definición de la técnica, Martínez (2011) sostiene, “como se mencionó antes, los 
métodos y las técnicas son herramientas metodológicas que permiten establecer y 
llevar a cabo las distintas etapa de la investigación” (p. 9). Para dar inicio a la validez 
de la investigación, mencionaremos entre las técnicas a considerar las siguientes: 
entrevista, encuestas, análisis documentario, análisis de derecho comparado y 
análisis normativo. 
Entrevista 
Según Ñaupas, Mejia, Novoa y Villagómez señalaron: 
[…] La entrevista es una especie de conversación formal entre el investigador y el 
investigado o entre el entrevistado y el entrevistador o informante; es una modalidad de la 
encuesta, que consiste en formular preguntas en forma verbal con el objetivo de obtener 
respuesta o información y con el fin de verificar o comprobar las hipótesis de trabajo. 
(2014, p.  219). 
Todo entrevista es necesario un entrevistador y entrevistado, para su elaboración era 
necesario adquirir conocimientos mediante doctrinas, leyes, jurisprudencias y entre 
otros; asimismo las preguntas se enfocaron en las unidades temáticas de los 
objetivos que fueron analizadas a través de las categorías del título. Dentro de esta 
investigación se ha entrevistado a funcionarios del Ministerio del Interior, expertos y 
abogados, a fin de adquirir sus conocimientos, experiencias y aportes jurídicos y 
sociales. 
Análisis Documental 




Que esta procede, abstrayendo de cada documento,  aquellos elementos que 
consideramos  importantes o pertinentes,  agrupándolos   o colocándolos junto a otros,  
con los cuales aparentemente se relacionan. Lo que uno ve o interpreta en los 
documentos no es sino,  el producto,  de su punto de vista, disciplina o interés. (p. 253-
254). 
El análisis de fuente documental se realizará con cuadros didácticas para el 
entendimiento del lector, mediante esta técnica solo se analizara aquellos conceptos, 
doctrinas de autores que hablaran sobre el procedimiento administrativo entre otros; 
solo temas relevantes para la investigación, porque los demás conceptos serán 
explicados en el marco teórico.  
2.4.2. De los Instrumentos de Recolección de Datos: 
Todo trabajo que requiere la búsqueda o indagación de algo como es en el de una 
investigación, se  utiliza  instrumentos de recolección de datos para la visualización 
física tanto del entrevistado y encuestado. En ese mismo orden, Sabino (1992) 
sostiene que “A un instrumento de recolección de datos como;  un principio,  o 
cualquier recurso de que pueda valerse el investigador para aproximarse a los 
fenómenos y sacar información” (p. 129). 
Pueden utilizarse como instrumentos: la guía de entrevista, cuestionario, análisis de 
fuente documental, análisis de informe, análisis normativo, análisis de derecho 
comparado y análisis jurisprudencias internacional y nacional 
Guía de entrevistas: La definición de la guía de entrevista, Pino (2007) menciona, 
“Esta referida por la forma como se estructura la guía de entrevista para lograr los 
objetivos que busca el entrevistador” (p.69). Teniendo presente lo antes citado, la 
entrevista son preguntas elaboradas a través de los objetivos 
Guía de análisis documental: Consiste en analizar los diversos estudios 
estadísticos de los procesos no contenciosos llevados en por la vulneración de 
derecho al debido procedimiento administrativo, así como el estudio y análisis de 




Guía de análisis de casos: Con el presente análisis de casos concretos en el 
Servicio de Administración Tributaria - 2016, se demostrará la situación de 
vulneración del derecho al debido procedimiento por falta de motivación en las 
resoluciones administrativas 
2.4.3. Validez del Instrumento 
Para Monje (2011) la validez de un instrumento consiste en garantizar que se ha 
construido un instrumento en base a las variables determinadas (en el presente caso 
por tratarse de un trabajo de investigación con enfoque cualitativo, se mencionaría la 
identificación de las categorías), asimismo se puede decir que estos instrumentos 
pueden ser revisados por expertos para que califiquen si cumple con la finalidad de 
los objetivos (p. 166).  
Cuadro N° 02 





EXPERTO 1 Cesar Augusto Israel Ballena 90% 
EXPERTO 2 Wendy Maribel Ribera Córdova 90% 
EXPERTO 3 Castro Rodríguez Liliam Lesly 90% 
EXPERTO 4 Jaime Elider Chávez Sánchez 90% 
 Valoración 90% 






2.5 Método de Análisis de Datos 
 
Por su lado Monje (2011), precisa que los datos por sí solos proporcionan una 
información a la investigación planteada, pero se requiere de un minucioso proceso, 
análisis congruente y ordenado para obtención de un resultado coherente con los 
objetivos de la investigación (p. 29). 
Para el presente tema de investigación, se utilizó los siguientes métodos:  
La presente investigación está orientada desde el enfoque cualitativo, permitiendo 
analizar, comprender las declaraciones  obtenidas de la recolección de datos 
tomando como referencia  bases teóricas y doctrinarias; para los cuales se ha 
utilizado los métodos siguientes:  
Método deductivo: A partir de lo general se va lograr obtener conclusiones 
específicas, vale decir, que, a partir del análisis de las diversas fuentes consultadas a 
los largo de esta investigación se va lograr conclusiones más precisas en base a los 
obtenidos planteados y supuestos. 
Método inductivo: “Es una aproximación a la realidad en la cual el investigador 
establece una serie de argumentos que van de aspectos particulares a las 
generalizaciones, se sustenta en la compilación de evidencia empírica”. (Ávila, 2006, 
p. 7). En este orden de ideas, este método en la presente investigación se ha hecho 
uso a fin de que los resultados obtenidos de la respectiva muestra sean 
generalizables a la población estudiada. 
Método analítico: Mediante este método se logró conocer más el objeto de estudio y 
sus categorías, de esta manera poder analizar a profundidad del tema central de 
investigación. 
Método Dogmático: se aplicó este método a efectos de analizar e interpretar las 




2.6 Tratamiento de la información: unidades temáticas, categorización 
Unidades Temáticas 
El presente trabajo de investigación tiene una unidad temática en cuanto principio del 
debido procedimiento administrativo  
Categorización 
El presente trabajo de investigación tiene una unidad de categorización en cuanto a 
las Debido procedimiento y las infracciones de transito 
La unidad de análisis del presente trabajo es el siguiente:  
Unidad Temática  Definición 
Debido  
procedimiento 
Este principio como se reconocen derechos y garantías de los 
administrados, los cuales implican el derecho a tener una 
debido procedimiento teniendo de una debida motivación un 
resultado adecuado; también según la Ley nos expresa que 
deben contar con una debida notificación que los conlleve a 
acceder al expediente para poder refutar aquellos cargos a 
imputar, teniendo en cuenta sus argumentos expuestos y 
alegatos complementarios, así como también, poder exponer 




Las Infracciones de Tránsito es aquel incumplimiento de la 
normativa de circulación de vehículos que trae consigo una 
sanción administrativa. Así también en aquellos casos en que 
las infracciones de tránsito sean graves, la sanción podrá ser 
de orden penal según la magnitud, hasta ser pena privativa de 
Libertad 
 





2.7 Aspectos Éticos  
 
La presente investigación se basará en el principio de neutralidad axiológica, lo cual 
implica que la responsable del presente proyecto no mezclará sus valores y/o juicios 
al momento de la elaboración de la misma, es decir, será realizada de manera 
objetiva; a efectos de que ningún aspecto subjetivo pueda intervenir negativamente 
en la elaboración del presente proyecto de investigación 
Así la presente Investigación se ha desarrollado en base a lo aprobado por la 
Universidad Cesar Vallejo (Área de Investigación), asimismo se ha utilizado en 
formato APA (American Psycological Association) para cuestiones de citado y 
referencia bibliográfica. Finalmente se ha recurrido a diversas fuentes escritas de 
distintos autores para el contenido de la presente tesis.  
Confiabilidad.  
En el proceso de la presente investigación se utilizó fuentes confiables, como la 
posición de nombrados juristas y la participación de expertos en la materia a 
investigar, colaborando con sus opiniones y otros alcances que contribuyeron para el 
desarrollo de la investigación. 
Credibilidad  
La presente investigación se valida mediante la entrevista a especialistas en la 
materia, todos con una larga trayectoria en el derecho, se consultó 05 abogados 
entre Analistas resolutores y Especialistas en derecho administrativo. Entonces se 
aprecia que se cumple con la credibilidad señalada por Vara. 
Es así que, según lo establecido líneas arriba, se cumple con el rigor científico que se 
necesita, ya que se estudiará a reconocidos autores de trayectoria jurídica, 
especializados en temas de materia administrativa y autores que desarrollen el tema 
en cuestión, así tenemos al Dr. Juan Carlos Morón Urbina, Guzman Napuri, Bermejo 
Vera, entre otros.  
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Estos autores brindarán puntos de vistas e información respecto al tema de 
investigación que desarrollamos. Asimismo, analizamos la normativa y casos 
prácticos sobre el derecho al debido procedimiento administrativo en las resoluciones 
emitidas por el Servicio de Administración Tributaria en el año 2016; así también 
tendremos referencia bibliografías referentes a nuestro tema de investigación; 
Adicionalmente, se realizará entrevistas a especialistas en derecho administrativo. 
Asimismo, se seguirá la Norma APA y el Manual para Investigación de la UCV. 
Propiedad Intelectual.  
Se respetó en todo momento la propiedad intelectual de los autores individuales e 
institucionales, citándose conforme a las exigencias de la universidad. Es por ello 
que para en la presente investigación se utilizó pertinentemente la Normativa APA 
con la finalidad que la investigación cumpla con todas las exigencias en cuanto a 












































Para Rivera 2017.- Consiste en el derecho a ser notificado, a acceder al expediente, 
exponer argumentos, ofrecer y producir prueba, a obtener una decisión motivada y 
fundada de derecho, emitida por autoridad competente y en un plazo razonable. 
Asimismo impugnar los actos administrativos y/o decisiones que consideren una 
afectación. 
Para Arango 2017.- El debido procedimiento administrativo, es el derecho que tiene 
todo administrado ante cualquier entidad de la administración pública, de que el 
proceso se lleve a cabo en un procedimiento regular con el respeto de los plazos y 
principios establecidos en la LPAG. 
Para Camasca 2017.- El derecho al debido procedimiento consiste en garantizar que 
las personas que formen parte de un procedimiento administrativo, gocen de 
derechos imprescindibles para la consecución de sus pretensiones a nivel 
administrativo, esto es, poder exponer sus pretensiones con fundamentos de hecho y 
derecho, aportar pruebas que generen convicción a la autoridad administrativa, así 
como de obtener una respuesta fundada en derecho por parte de la administración. 
Para Amado 2017.- Consiste en que los administrados gozan de derechos y 
garantías inherentes, en la cuales puedan exponer sus argumentos, carga de la 
prueba, con ello tienen una decisión motivada y fundada en derecho.  
Objetivo General: Analizar si se cumple con el debido procedimiento 
administrativo en las infracciones de tránsito en el Servicio de 
Administración Tributaria de lima, 2016 
 








Para Rivera 2017.- Considero que cumple con el debido procedimiento, toda vez que 
cumple con verificar los actos emitidos, no limita los derechos de los administrados a 
ofrecer pruebas o exponer argumentos, etc. Asimismo los actos administrativos son 
emitidos en atención a las normas de la materia tanto en tributario como no tributario 
(tránsito y transporte), y son expedidos con una debida motivación suscritos por los 
funcionarios, de acuerdo a sus atribuciones.  
Para Arango 2017.- La administración cumple con el procedimiento establecido en la 
LPAG y las normas especiales, con el inicio del procedimiento sancionador de 
evaluar los cargos y notificar al administrado, evaluar las medios probatorios y 
recabar los mismos, con respeto a los principios administrativos.  
Para Camasca 2017.- Considero que esta administración cumple con el debido 
procedimiento, al reglamentar todos los procedimientos administrativos llevados a 
cabo en la entidad a través de su Texto Único de Procedimientos Administrativos, en 
el cual se establecen los requisitos y derechos que se deben cumplir durante los 
procedimientos iniciados ante esta entidad; tanto como documentación a presentar 
para garantizar el derecho de los administrados a aportar pruebas, como el plazo que 
tiene la entidad para resolver las cuestiones presentadas por los administrados.  
Para Amado 2017.- A través de las medios impugnatorios presentados por los 
administrados, donde ejercen todo un derecho y garantías, con el fin de que se 
emitan resoluciones a cada caso en concreto.  
 
 
Pregunta 2.- ¿De qué manera usted considera que la Administración 








Para Rivera 2017.- La quejas relacionadas a los expedientes de apelaciones contra 
Actos administrativos emitidos por el SAT, son por haber transcurrido el plazo de 
atención y eso se debe por la cantidad de carga procedimental originada por que los 
administrados presentan recursos de apelación en casos que ya se agotaron la vía 
administrativa y porque la Gerencia Central de Normativa no cuenta con el número 
de profesionales para atender en el plazo. 
Para Arango 2017.- He tenido dificultades en la atención de algunos expedientes, por 
la complejidad de los mismos, o por tener que recurrir a solicitar información que no 
maneja la administración. Asimismo quejas en algunos casos por exceso de plazos, 
sin embargo estos son atendidos con prioridad.  
Para Camasca 2017.- Las principales dificultades que se han tenido al momento de 
la emisión de las resoluciones administrativas ha sido la sobrecarga de tramites 
presentados, debido a la desinformación de los administrados por parte de personas 
que se dedican a la presentación de tramites a nombre de terceros; esto contribuye a 
una demora por parte de la administración al momento de darle una respuesta a los 
administrados y con ello una sensación de malestar de los administrados al no tener 
una respuesta a sus pretensiones en el plazo correspondiente. 
Para Amado 2017.- Sí, es común que los administrados presenten sus quejas, dado 
a que sus descargos o recursos de apelación no tienen un pronunciamiento a su 
favor, o muchas veces por la demora de tiempo por la atención de un trámite debido 
a la cara procesal que maneja la institución.  
 
Pregunta 3.- ¿Ha tenido dificultades, quejas o denuncias por un mal 








Para Rivera 2017.- Si está cumpliendo con el Debido procedimiento en un 95%, el 
5% están relacionados a una notificación defectuosa que si bien está a cargo del 
SAT, este servicio de notificación a través de una contratación pública se contrata a 
SERPOST para que realice dicha labor.  
Para Arango 2017.- Si, la administración cumple con el procedimiento debido.  
Para Camasca 2017.- A criterio personal, si considero que esta administración está 
cumpliendo con el debido procedimiento, toda vez que en la medida de lo que es 
posible, se están emitiendo los actos administrativos en el plazo establecido y 
fundados en derecho. 
ParaAmado 2017.- Si cumple con el derecho al debido procedimiento dado que los 
administrados gozan de todas sus derecho, en cada tramite presentado y resolución 







Para Rivera 2017.- La debida motivación de los actos administrativos es un derecho 
implícito al debido procedimiento. Asimismo, la motivación es un requisito de validez 
Pregunta 4.- ¿Según su criterio la Administración Tributaria está 
cumpliendo con el debido procedimiento administrativo?  
 
Objetivo específico 1.- Evaluar si en los procedimientos 
administrativos sobre infracciones de tránsito los administrados gozan 
del derecho a exponer sus argumentos, a ofrecer y producir pruebas.  
 
Pregunta 5.- ¿En qué consiste el Derecho a la Debida Motivación de las 




al acto administrativo. Consiste en la existencia de una relación correcta y directa de 
los hechos probados y la exposición de las razones normativas que sirvan de 
justificación y/o sustento de dichos actos.  
Para Arango 2017.- La debida motivación de las resoluciones administrativas se 
refiere al sustento jurídico y de hecho, que desde contener la decisión de la 
administración pública la resolución debe exponer todos los motivos de la decisión 
asimismo ser clara y precisa.  
Para Camasca 2017.- El derecho a la debida motivación de las resoluciones 
administrativas, está basado fundamentalmente en que los administrados deben 
recibir una respuesta fundada en derecho y exponiendo los principales argumentos 
que llevó a la autoridad administrativa a la toma de una decisión; donde se 
salvaguarda adicionalmente el derecho del cual gozan los administrados de 
contradecir las decisiones de la administración a través de los recursos 
impugnatorios correspondientes e incluso a través del proceso judicial respectivo.  
ParaAmado 2017.- Consiste en que se debe aplicar el derecho en cada caso en 
concreto, basándose en que debe existir un razonamiento jurídico entre las leyes y 





Para Rivera 2017.- El SAT emite todos los actos administrativos sustentándolos en 
las normas de la materia. Consignan la base legal vigente y aplicable a cada caso en 
concreto.  
Pregunta 6.- ¿De qué manera la administración (S.A.T) sustenta 




Para Arango 2017.- en materia de transito existen normas especiales tanto 
Ordenanzas emitidas por la Municipalidad de Lima como el Reglamente Nacional de 
Tránsito, se aplican según sea el tipo de infracción. 
Para Camasca 2017.- Esta administración sustenta sus resoluciones administrativas, 
luego de una análisis exhaustivo para cada caso en concreto, en donde valida las 
infracciones cometidas por los administrados a la normativa vigente que rige el 
desplazamiento de vehículos en materia de tránsito y transporte, y verificando la 
vulneración a lo dispuesto en estos dispositivos legales, plasmando dicho análisis al 
momento de emitir el pronunciamiento respectivo. 
Para Amado 2017.- El S.A.T. sustenta sus resoluciones, en las diversas ordenanzas 
y reglamentos existentes, tal como la ordenanza 1684, 1599, 1682, 1974 etc. Cada 
una de ella es aplicadas dependiendo del tipo de infracción cometida, y en casos 








Para Rivera 2017.- Cumple con motivar las resoluciones, toda vez que está 
sustentada en la base legal correspondiente, así también se emite pronunciamiento 
considerando los argumentos expuestos por los administrados. En caso de probar la 
no comisión de infracción se declara fundado a fin de no vulnerar derechos.  
Objetivo Específico 2.- Determinar si en los procedimientos 
administrativos sobre infracciones de tránsito los administrados 
logran obtener una decisión motivada y fundada en derecho. 
 
Pregunta 7.- ¿De qué manera el Servicio de Administración Tributaria 





Para Arango 2017.- Con la debida evaluación del recurso y los medios probatorios 
que se adjuntan, así como la evaluación del Acta de Control que detecta la infracción 
en contraste con la aplicación de las normas especiales, se llega a la conclusión si se 
cometió la infracción o no configura la infracción que tiene como resultado una 
decisión motivada.  
Para Camasca 2017.- Esta administración cumple con motivar jurídicamente todas 
sus decisiones vertidas en las resoluciones que emite al incluir una parte 
considerativa en el acto administrativo emitido citando las bases legales vigentes que 
rigen la conducta de los administrados en materia de tránsito y transporte; estando 
basados además en el Principio de Legalidad que, como otros, rige los 
procedimientos administrativos. 
ParaAmado 2017.- Cumple aplicando cada una de las normas, ordenanzas y 
reglamentos en cada caso en concreto, de manera precisa y eficiente, siempre 





Para Rivera 2017.- Todo procedimiento es pasible de mejoras. En el presente caso 
considero que el procedimiento debe mejorarse bajo un enfoque de simplificación 
administrativa. La normativa de la materia está a cargo del Gobierno Nacional en 
materia de tránsito y la Municipalidad Metropolitana de Lima en materia de 
transporte, la cual considero que no afecta los derechos a los administrados. 
Para Arango 2017.- Se está mejorando, con la modificación de la LGPA  que 
modifica el procedimiento sancionador, se están implementando procedimientos a 
favor del administrado, yo creo que todo procedimiento puede mejorar según el punto 
de vista donde se vea.  
Pregunta 8.- ¿Cree Usted, que la normativa vigente o el procedimiento 
en el Servicio de Administración deberían mejorarse o corregirse? 




Para Camasca 2017.- Considero que la normativa vigente relacionada a la regulación 
del tránsito y transporte podría mejorarse, agravando las multas y/o sanciones 
administrativas para los infractores a fin de fortalecer el efecto disuasivo sobre los 
administrados respecto a la comisión de infracciones, ya que actualmente este efecto 
no se viene cumpliendo a cabalidad si consideramos la cantidad de conductores que 
siguen transitando por las calles aun teniendo un record de infracciones bastante 
extenso.  
Para Amado 2017.- La normativa vigente está en constantes cambios, la cual en la 
actualidad beneficia a los administrados, y sobre el procedimiento este ha ido 
mejorando dándoles a los administrados una mayor rapidez, precisión y eficacia en 
sus trámites.  
3.2 Descripción de los resultados de la técnica: Análisis documental  
Continuando con el análisis de resultados en esta parte se analizó todos los 
documentos recolectados en la investigación con la finalidad de organizarlos 
conforme a nuestros objetivos planteados cuya finalidad será incrementar los 
conocimientos sobre el debido procedimiento administrativo en las infracciones de 
tránsito en el Servicio de Administración Tributaria de Lima en el año 2016. Por 
consiguiente la Resolución N° 00019-2014-0-1801-JR-CA-10 y N° 07431-2013-0-
1801-JR-CA-03 va a contribuir a perfeccionar el objetivo general y específicos de la 
siguiente manera:  
Objetivo General: Analizar si se cumple con el debido procedimiento administrativo 
en las infracciones de tránsito en el Servicio de Administración Tributaria de Lima, 
2016. 
Sentencia: 
Según la competencia de la entidad, se advierte que por el Decreto Supremo N° 016-
2009-MTC, aprueba el Texto Único Ordenado del Reglamento Nacional de Tránsito, 
y la Ley N° 27972- Ley Orgánica de Municipalidades reconocen a la Municipalidad de 
Lima competencia en materia de tránsito terrestre, señalando esta última en su 
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artículo 157° que las atribuciones del Concejo de la Municipalidad Metropolitana de 
Lima son: Dictar ordenanzas sobre asuntos municipales y regionales, dentro de su 
ámbito territorial, las cuales tendrán alcance, vigencia y preeminencia metropolitana, 
(…) 21 regular el funcionamiento del transporte público, la circulación y el tránsito 
metropolitano”.  
En el caso la administración no formalizo la atribución de responsabilidad solidaria 
contra el propietario del vehículo, entones, tampoco podría tomar alguna medida 
contra los bienes y derechos de propiedad de la demandante para dar cumplimiento 
a sus resoluciones administrativas, es por ello que, al haberse acreditado que el 
demandante no ha sido emplazado con la resolución de sanción, dicho acto no 








































El presente capitulo desarrolla lo pertinente a la discusión de resultados, se ha 
previsto tener en cuenta los resultados obtenidos de la técnica de entrevista, guía de 
análisis documental, tanto de manera independiente como de manera dependiente. 
Es importante mencionar que la discusión se infiere del objetivo general como de los 
objetivos específicos que guiaron la presente investigación.  
Objetivo General: “Analizar si se cumple con el debido procedimiento 
administrativo en las infracciones de tránsito en el Servicio de Administración 
Tributaria de Lima, 2016”. 
De los antecedentes obtenidos en el análisis documental del Expediente N° 00019-
2014-0-1801-JR-CA-10 concluyo que se afectó el derecho de defensa que tiene el 
accionante, vulnerando el derecho al debido proceso y el obtener un 
pronunciamiento sobre el fondo de su descargo y recurso de apelación; asimismo la 
Administración no cumplió con lo prescrito en el numeral 1) del artículo 10 de la Ley 
N° 27444, ya que el demandante tiene legitimidad para obrar en el procedimiento 
administrativo.  
Por un lado tenemos a la Dra. Wendy Para Rivera Córdova, quien actualmente 
labora en el Servicio de Administración Tributaria de Lima, en calidad de Especialista 
de Impugnaciones 2da Instancia I, quien nos atendió con suma cordialidad dándonos 
su apreciación en relación a las preguntas planteadas.  
Respecto a las entrevistas obtenidas; debo mencionar que me sorprendió mucho la 
posición que mantienen los especialistas al mencionar que si se cumple con el 
Debido procedimiento, toda vez que se cumple con notificar los actos emitidos y no 
se limitan los derechos de los administrados a ofrecer pruebas o exponer sus 
argumentos; asimismo nos menciona que los actos administrativos son emitidos en 
atención a las normas de la materia, tanto en tributario como en no tributario, los 
cuales son expedidos con una debida motivación suscrito por los funcionarios, de 
acuerdo a sus atribuciones; en ese sentido tenemos a ARANGO 2017, quien en 
concordancia con la RIVERA agrega que existe una complejidad en atención de 
algunos expedientes por tener que recurrir a solicitar información que no maneja la 
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administración. Asimismo CAMASCA 2017 nos dice que existe una sobre carga de 
trámites presentados, debido a la desinformación de los administrados por parte de 
persona que se dedican a la presentación de tramites a nombre de terceros, esto 
contribuye a una demora por parte de la administración al momento de darle una 
respuesta a los administrados al no tener respuesta a sus pretensiones en el plazo 
correspondiente y finalmente AMADO 2017 considere que se cumple con el derecho 
al debido procedimiento dad que los administrados gozan de todos sus derechos, en 
cada tramite presentado y resolución emitido por parte de la administración. 
Por otro lado RIVERA nos dice que la existencia de quejas relacionadas a los 
expedientes de apelaciones contra Actos administrativos emitidos por el SAT, son 
por haber transcurrido el plazo de atención y eso se debe por la cantidad de carga 
procedimental originada por que los administrados presentan recursos de apelación 
en casos que ya se agotaron la vía administrativa y porque la Gerencia Central de 
Normativa no cuenta con el número de profesionales para atender en el plazo. Así 
también ARANGO nos cuenta que ha tenido dificultades en la atención de algunos 
expedientes, por la complejidad de los mismos, o por tener que recurrir a solicitar 
información que no maneja la administración. Asimismo quejas en algunos casos por 
exceso de plazos, sin embargo estos son atendidos con prioridad; mientras que para 
CAMASCA las principales dificultades que se han tenido al momento de la emisión 
de las resoluciones administrativas ha sido la sobrecarga de tramites presentados, 
debido a la desinformación de los administrados por parte de personas que se 
dedican a la presentación de tramites a nombre de terceros; esto contribuye a una 
demora por parte de la administración al momento de darle una respuesta a los 
administrados y con ello una sensación de malestar de los administrados al no tener 
una respuesta a sus pretensiones en el plazo correspondiente sin embargo AMADO 
menciona que es común que los administrados presenten sus quejas, dado a que 
sus descargos o recursos de apelación no tienen un pronunciamiento a su favor, o 
muchas veces por la demora de tiempo por la atención de un trámite debido a la cara 




Objetivo Específico 1: Evaluar si en los procedimientos administrativos sobre 
infracciones de tránsito los administrados gozan del derecho a exponer sus 
argumentos, a ofrecer y producir pruebas. 
Para RIVERA , La motivación es un requisito de validez del acto administrativo y en 
concordancia con ARANGO y CAMASCA consiste en la existencia de una relación 
correcta y directa de los hechos probados y la exposición de razones normativas que 
sirva de justificación y/o sustento de dichos actos, asimismo señalan que los 
administrados deben recibir una respuesta fundada en derecho y exponiendo los 
principales argumentos que lleve a la autoridad administrativa a la toma de una 
decisión, donde salvaguarda adicionalmente el derecho del cual gozan los 
administrados a contradecir las decisiones de la administración a través de recursos 
impugnatorios  correspondientes e incluso a través del proceso judicial respectivo, 
por último AMADO agrega que se debe aplicar el derecho en cada caso en concreto, 
basándose en que debe existir un razonamiento jurídico entre las leyes y los hechos.  
ARANGO menciona también que en materia de Tránsito existen normas especiales 
tanto Ordenanzas emitidas por la Municipalidad de Lima, como el Reglamento 
Nacional de Tránsito, el sustento jurídico se aplica según sea el tipo de infracción, en 
concordancia con AMADO, en casos generales se aplica la Ley 27444.  
 
Objetivo Específico 2: Determinar si en los procedimientos administrativos 
sobre infracciones de tránsito los administrados logran obtener una decisión 
motivada y fundada en derecho. 
RIVERA menciona que la Administración cumple con motivar las resolución, toda vez 
que se encuentra sustentada en la base legal correspondiente, así también se emiten 
pronunciamiento considerando los argumentos expuestos por los administrados, y 
caso en contrario de probar la no comisión de infracción se declara fundada a fin de 
no vulnerar los derechos de los administrado; CAMASCA  en concordancia con 
AMADO nos dicen que la decisiones vertidas en las resolución que emiten al incluir 
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una parte considerativa en el acto administrativo emitido citando las bases legales 
vigente que rigen la conducta de los administrado en materia de tránsito y transporte, 
estando basados además en el principio de legalidad,  por último, ARANGO agrega 
que con la debida evaluación del recurso y los medios probatorios que se adjuntan, 
así como la evaluación del acta de Control que detecta la inflación en contraste con 
la aplicación de las normas especiales, se llega a la conclusión si se emitió la 
imposición o no configura la infracción que tiene como resultado una decisión 
motivas.  
Por Ultimo RIVERA nos dice que todo procedimiento es pasible de mejoras. Y 
considera que el procedimiento debe mejorarse bajo un enfoque de simplificación 
administrativa. La normativa de la materia está a cargo del Gobierno Nacional en 
materia de tránsito y la Municipalidad Metropolitana de Lima en materia de 
transporte, la cual considero que no afecta los derechos a los administrados. Sin 
embargo, en ese sentido CAMASCA se refiere a la normativa vigente relacionada a 
la regulación del tránsito y transporte podría mejorarse, agravando las multas y/o 
sanciones administrativas para los infractores a fin de fortalecer el efecto disuasivo 
sobre los administrados respecto a la comisión de infracciones, ya que actualmente 
este efecto no se viene cumpliendo a cabalidad si consideramos la cantidad de 
conductores que siguen transitando por las calles aun teniendo un record de 
infracciones bastante extenso, es así que AMADO nos menciona que la normativa 
vigente está en constantes cambios, la cual en la actualidad beneficia a los 
administrados, y sobre el procedimiento este ha ido mejorando dándoles a los 
administrados una mayor rapidez, precisión y eficacia en sus trámites. Sin embargo 
para ARANGO se está mejorando, con la modificación de la LGPA  que modifica el 
procedimiento sancionador, se están implementando procedimientos a favor del 
administrado, yo creo que todo procedimiento puede mejorar según el punto de vista 





























Se ha analizado que el procedimiento sancionador culmine con la notificación de una 
resolución, es decir, con un acto administrativo expreso como lo sería la Resolución 
de Sanción, se han presentar situaciones en que la manifestación de la 
Administración se entenderá afectada por su silencio, esto es, por su falta de 
pronunciamiento. 
Ahora bien, de acuerdo a lo regulado tanto en el Código de Tránsito como en el 
Reglamente del Servicio Público de Transporte de Pasajeros, el procedimiento 
sancionador debería culminar con la emisión y notificación de la respectiva 
resolución de sanción, acto administrativo sancionador, sin embargo, como cualquier 
otro procedimiento sancionador también es susceptible de culminar por efectos de 
silencio administrativo.  
Bajo este argumento, es menester señalar que la entonces Gerencia de Asuntos 
Legales y actual Gerencia Central de Normativa  hasta el año 2015 resolvía los 
recursos de apelación que se presentaban ante estas dos situaciones: 
a) Con la notificación de la resolución de sanción, el administrado podía 
interponer el recurso de apelación. 
b) Ante la falta del pronunciamiento del descargo, el silencio habilita al 
administrado a la presentación del recurso de apelación. 
En ambos supuestos se agotaba la vía administrativa 
En tanto, en los caso en los casos en que la Gerencia de Asuntos Legales resolvía 
en última instancia administrativa luego de considerar al referido escrito de silencio 
administrativo negativo como un escrito de apelación, declarándolo infundado en su 
mayoría y precisando que el mismo agota la vía administrativa, vulnera 
evidentemente el principio del debido procedimiento y el derecho de defensa del 
demandante, al no emitir resolución que agota la vía administrativa de acuerdo al 





Se ha evaluado cómo se viene dando la aplicación del Principio del Debido 
procedimiento administrativo, podemos concluir que ante la problemática dada en la 
actualidad es que se tiene que el derecho de Impugnar del administrado para 
exponer las razones en las que basa su pretensiones o sustenta sus defensas antes 
de la emisión del acto administrativo; este es en sentido estricto el derecho por tanto 
es deber de la Autoridad garantizar al administrado su derecho a la Tutela procesal 
efectiva y en tal sentido recibir y procesar sus pretensiones o resistencias, recibir y 
exponer sus fundamentos fácticos y fundamentos jurídicos de acuerdo con los 
procedimientos establecidos por ley, de esta manera no verse afectado y vulnerado 
su derecho de Impugnar, sus derecho a ofrecer pruebas a su defensa etc.  
Tercero 
Se ha determinado que el derecho del administrado lo constituye el derecho a 
formular peticiones individual o colectivamente, por escrito ante la autoridad 
competente, la que está obligada a dar al interesado una respuesta por escrito 
debidamente motivada y notificada mediante una Resolución que cause estado de 
derecho que son susceptibles de impugnación mediante la acción contencioso 
administrativo. Debido a lo mencionado se puede decir también que la aplicación de 
las garantías procedimentales que aseguran la vigencia de los derechos de los 
administrados no es la más adecuada, ni la mejor  
Por otro lado la decisión de las autoridades respecto a los intereses y derecho de los 
administrados debe expresar los principales argumentos jurídicos y facticos 
empleados para la resolución de cada caso en concreto, se trata de un recurso 
obligatorio y que al ser resuelto por autoridad de competencia agota la vía 
administrativa. Pudiendo el administrado por resolución expresa o tácita recurrir al 
Poder Judicial, para la revisión, modificación, anulación o ineficacia del acto 


























Teniendo en cuenta la realidad planteada en las conclusiones se sugiere:  
Primero:  
Se recomienda una manifestación concreta debidamente motivada en derecho con 
calor resolutivo, por la autoridad administrativa dentro de los plazos establecidos por 
ley, de esta manera preservar el derecho al debido procedimiento reconocido en el 
inciso 3 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú, no solo tiene una 
dimensión estrictamente jurisdiccional, sino que se extiende también al 
procedimiento administrativo de esta manera el administrado se encuentra facultado 
a Impugnar decisiones establecidas por los órganos quienes inician el procedimiento, 
debiendo establecer mediante los fundamentos de hecho y de derecho, dentro de los 
plazos establecidos, así también señalar los puntos contradictorios , los agravios 
ocasionados, las carencias que motivaron los defectos de motivación, los 
ordenamientos jurídicos no establecidas, es decir obviadas la cual cause indefensión 
al administrado y pueda recurrir a su superior mediante un recurso de apelación por 
cuestión de puro derecho. 
Segundo 
Se recomienda que la Autoridad Administrativa debería capacitar a sus servidores, 
de esta manera en respeto a la Ley y al derecho, los derechos de los administrados 
no se les sea paralizado y que la autoridad administrativa pueda pronunciarse 
formalmente mediante una resolución debidamente motivada y el procedimiento 
administrativo continúe su curso y que su solicitud sea discutida ante la autoridad de 
instancia correspondiente y pueden tener un mejor criterio de la petición 
administrativa y de esta manera se tenga una respuesta clara a su pretensión en el 
Procedimiento Administrativo Sancionador hasta el Agotamiento de la vía 
Administrativa y recurrir ante la vía jurisdiccional competente en pleno respeto al 
derecho de la segunda instancia, ad derecho  a la no desviación de sus pretensiones 





Se recomienda que con la Modificación de la Ley del procedimiento Administrativo 
General – Ley 27444 mejore el procedimiento sancionador, para poder llevar un 
debido procedimiento contar con base de datos de otras entidades actualizada como 
SUNARP  y RENIEC, lo que generaría que la cobranza se efectúe al administrado 
correcto, que se realice una revisión de la cartera, produciendo que no se descarte la 
deuda que ya es susceptible de ser declarada prescrita a solicitud del administrado.  
Generar una contratación de una empresa responsable para las notificaciones, 
debido a que en el proceso de contrataciones se adjudica al postor que ofrece un 
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GUÍA DE ENTREVISTA 
Título: “El debido procedimiento administrativo en las infracciones de tránsito 






















Analizar si se cumple con el debido procedimiento administrativo en las 







2.  ¿De qué manera  usted considera que la Administración Tributaria cumple 









3.   ¿Ha tenido dificultades, quejas o denuncias por un mal procedimiento en 









4.   ¿Según su criterio la Administración Tributaria está cumpliendo con el 

























6.   De qué manera la administración (S.A.T) sustenta jurídicamente las 
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OBJETIVO ESPECÍFICO 2 
Preguntas: 
 
7. ¿De qué manera el Servicio de Administración Tributaria cumple con el 









8.   ¿Cree Ud., que la normativa vigente o el procedimiento en el Servicio de 
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Firma del entrevistado 
 
Determinar si en los procedimientos administrativos sobre infracciones 
de tránsito los administrados logran obtener una decisión motivada y 





















































































































Matriz de Consistencia  
 
TÍTULO DEL TRABAJO 
DE INVESTIGACIÓN 
El debido procedimiento administrativo en las infracciones 
de tránsito en el Servicio de Administración Tributaria de 
Lima 2016 
PROBLEMA GENERAL 
¿Se cumple con el debido procedimiento administrativo en las 
infracciones de tránsito en el Servicio de Administración 
Tributaria de Lima, 2016? 
PROBLEMAS 
ESPECIFICOS 
1. ¿En los procedimientos administrativos sobre infracciones de 
tránsito los administrados gozan del derecho a exponer sus 
argumentos, a ofrecer y producir pruebas? 
2. ¿En los procedimientos administrativos sobre infracciones de 
tránsito los administrados logran obtener una decisión motivada 
y fundada en derecho? 
SUPUESTO GENERAL 
El Servicio de Administración Tributaria de Lima incumplió con el 
derecho al debido procedimiento de los administrados que 
cuentan con infracciones de tránsito en el año 2016, toda vez 
que la entidad no informa ni notificas debidamente de su 
accionar y resoluciones. 
SUPUESTOS 
ESPECÍFICOS 
Las Resoluciones que emite el Servicio de Administración 
Tributaria de Lima contienen un sustento jurídico exiguo, 
insuficiente y criticable toda vez que no respeta el derecho del 
administrado a exponer sus argumentos, además de ofrecer y 
producir pruebas 
En los procedimientos administrativos sobre infracciones de 
tránsito los administrados no logran obtener una decisión 
motivada y fundada en derecho. 
OBJETIVO 
Analizar si se cumple con el debido procedimiento administrativo 
en las infracciones de tránsito en el Servicio de Administración 





1. Evaluar si en los procedimientos administrativos sobre 
infracciones de tránsito los administrados gozan del derecho a 
exponer sus argumentos, a ofrecer y producir pruebas. 
2. Determinar si en los procedimientos administrativos sobre 
infracciones de tránsito los administrados logran obtener una 
decisión motivada y fundada en derecho. 
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